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Prólogo


 Vivimos tiempos geográficos. Cuando tenemos ya bien entrado el nuevo siglo XXI y a punto de iniciar su segunda década, no es exagerado decir que estamos en un siglo eminentemente cartográfico, entendiendo el término en un sentido muy amplio, que incluye todo lo que es una representación métrica del mundo real. Efectivamente, el fenómeno de la globalización no solo ha interconectado de manera radical todas las partes y rincones de nuestro mundo, sino que además ha metido la información geográfica en nuestros bolsillos y la ha convertido en una oferta frecuente para nuestra mirada. A partir de la llamada democratización de la cartografía, que popularizó en el 2004 el web mapping y los Globos Virtuales, del uso generalizado de los teléfonos inteligentes que incorporan sistemas de posicionamiento precisos y fiables, y de la llegada de los navegadores para automóviles, la geografía se ha convertido en algo cotidiano, ubicuo y universal. Hemos pasado de tener en los 90 menos del 50% de la superficie seca del planeta cartografiada a escala 1:50.000 a disponer, 30 años después, de cobertura mundial de imágenes de satélite y mapas digitales de detalle. Cada día, se publican en los medios varios mapas, se ha hecho popular la expresión «todo sucede en algún lugar» y usamos cartografía para las tareas más cotidianas: buscar un establecimiento comercial, reservar un hotel, llegar a nuestro destino, encontrar el mejor camino o planificar nuestras vacaciones.

Podemos ver el aspecto de casi cualquier rincón de la Tierra, gracias a la ingente cantidad disponible de imágenes y recursos multimedia georreferenciados, y sin darnos cuenta nos hemos convertido en una suerte de homo cartographicus, que habita el planeta geográficamente, usando y explotando continuamente representaciones cartográficas para tomar decisiones, y que se mueve por su superficie informando casi continuamente de su posición. Si antes lo más frecuente era iniciar una conversación preguntando si estaba alguien, ahora lo más usual es preguntar «¿dónde estás?». Nos estamos transformando en el animal más cartografiado y en el único que parece alimentarse de cartografía.

Ese nuevo estatuto conlleva una serie de problemas jurídicos y arrastra toda una marea de consecuencias legales, como demuestra la reciente aprobación de disposiciones legales de enorme calado con un claro contenido geográfico y posicional como son, por ejemplo, la Directiva INSPIRE (Directiva 2007/2/CE) y el Reglamento General de Protección de Datos (Reglamento UE 2016/679), entre otras.

En un momento tan fascinante y estimulante desde un punto de vista intelectual como el descrito, en el que en cierto modo, el mapa ha crecido hasta ocupar todo el mundo (prácticamente todo está cartografiado) y el ser humano se ha insertado y habita ese mapa (la situación normal y por defecto es estar localizado), este libro está llamado a jugar un papel clave y decisivo, por su oportunidad y carácter de piedra angular para todo un nuevo campo de actividad a estrenar.

Las Infraestructuras de Datos Espaciales están ya técnicamente desarrolladas como herramientas maduras desde hace unos años. Pueden definirse de manera simplificada como sistemas de información distribuidos en la web para publicar y compartir datos geográficos a través de la utilización de servicios web que permiten ver y utilizar los datos geográficos sin tener que descargarlos, algo así como un streaming estándar de cartografía disponible en cualquier dispositivo y plataforma. Ahora nos enfrentamos al siguiente paso: hacer las IDE usables y usadas en los más variados campos de aplicación, construyendo ecosistemas complejos formados por recursos y una variedad de actores (empresas, administración, universidades, ONG, usuarios…) en los que se formulen las necesidades de información a resolver y se implementen soluciones personalizadas, usables, fáciles y eficaces.

En la situación descrita, resulta especialmente oportuna una obra como ésta, que plantea y resuelve los problemas y dificultades que supone la utilización en procesos judiciales y administrativos de los servicios geoespaciales que publican cartografía en una IDE, con todas las garantías técnicas, metodológicas y procesales. Efectivamente este libro extiende en el ámbito judicial y administrativo el modelo de interoperabilidad definido por la Comisión Europea en el European Interoperability Framework v2 (2017), basado en cuatro niveles (interoperabilidad técnica, semántica, organizativa y legal) aplicado a los datos geoespaciales, con un quinto nivel, la interoperabilidad jurídica geoespacial, que se alcanza cuando se dan todas las condiciones para que los servicios web de cartografía puedan utilizarse con valor probatorio pleno en los procesos judiciales y administrativos.

Por lo tanto, este libro abre enormes posibilidades de actuación, permite resolver con elegancia trámites interminables en muy poco tiempo y rentabiliza en parte el esfuerzo invertido por un buen número de administraciones para publicar datos geográficos oficiales, fiables, actualizados y de calidad. Pocos textos suponen un cambio de paradigma tan radical y novedoso en un campo concreto de actividad y permiten rentabilizar la tecnología al permitir tantas posibilidades de actuación futura. Por añadidura, esta obra aborda los principales problemas legales que plantea el uso de los datos geoespaciales, especialmente los relacionados con la protección de la privacidad

El autor, Efrén Díaz, tiene una ya larga experiencia en temas relacionados con los aspectos jurídicos de la información geoespacial, gracias a su práctica profesional, a su colaboración como miembro activo y destacado del Comité Técnico de Normalización 148 de UNE, dedicado a la «Información geográfica digital», del Grupo de Trabajo de la IDEE (IDE de España), de su Subgrupo de Trabajo sobre «Políticas de datos y licencias», y a su participación en congresos nacionales, europeos e internacionales con presentaciones relacionadas con sus líneas de trabajo. Tuvo una actuación muy destacada en el caso Google vs. España, que involucraba a la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) y a un ciudadano español, que dio lugar a la histórica sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) que consagró el llamado derecho al olvido.

Esta obra es fruto y resultado de su tesis doctoral, titulada «Relevancia jurídica de los datos geoespaciales y su incidencia en la privacidad. Interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales», codirigida por los doctores D. Borja López-Jurado Escribano (Universidad de Navarra) y D. Miguel-Ángel Manso Callejo (Universidad Politécnica de Madrid), a cuya brillante defensa tuve la fortuna de poder asistir, el 25 de noviembre de 2019 en el Campus de Madrid de la Universidad de Navarra, y que mereció la calificación de sobresaliente cum laude.

Tanto la tesis como este texto tienen un mérito extraordinario, no solo por su originalidad, su profundidad de conceptos y el impacto de sus conclusiones, que hemos esbozado parcialmente, sino también por la enorme dificultad que ha supuesto generar un discurso técnicamente correcto en un campo de actuación en que se mezclan dos disciplinas de desarrollo y métodos tan aparentemente alejados como son el Derecho y la Geomática. El autor ha tenido, entre otros problemas, que conjugar dos lenguajes técnicos completamente diferentes, reflejo de dos galaxias de conceptos muy distantes, para producir un discurso consistente, preciso, propio y riguroso que pudiera ser entendido y apreciado por especialistas de ambas áreas. Cosa nada fácil que, no obstante, ha resuelto de manera brillante.

La obra se inicia con una introducción en la que se plantea la relevancia de la información geoespacial en el Derecho, se exponen algunas de las ventajas de disponer de datos geográficos digitales y se explica cómo surgió en el autor la inquietud de abordar el problema de la utilización de la cartografía en sede judicial y administrativa. En el primer capítulo se expone el concepto de «interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales», que se apoya en la existencia de los servicios web de cartografía, propios de las IDE, y en la cartografía oficial de las administraciones que publican esos servicios, y se ilustra su utilidad mediante una selección de casos de éxito, fruto de la experiencia profesional del autor.

En el segundo capítulo se desgranan y analizan los problemas y dificultades que conllevan tanto esa «interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales» como las nuevas tecnologías de la información y las últimas tendencias que interactúan con ella, como la transparencia, la reutilización de la información del sector público, la publicación de datos abiertos, la problemática de las licencias de uso, la propiedad intelectual, la ciberseguridad, el blockchain (cadena de bloques) y el derecho privado.

En los capítulos tercero y cuarto se aborda el problema de la protección de los datos personales, que incluyen nuestra posición geográfica tal y como se explica en el texto, comenzando con una exposición sistemática y ordenada de su desarrollo normativo en Europa, se continua con una profundo análisis del Reglamento General de Protección de Datos, su aplicación a los datos geoespaciales, un resumen de la situación en algunos países extraeuropeos, y se finaliza con un estudio de su aplicación a la información geográfica y de las relaciones entre privacidad y geoinformación.

La obra se cierra con unas acertadas conclusiones, que sintetizan el contenido del trabajo, y una extensa bibliografía de referencias de gran utilidad. Por su extensión y detalle, esta publicación constituye en realidad un tratado exhaustivo de los principales aspectos jurídicos de la información geoespacial en el momento actual.

Un libro singular y único, piedra angular de todo un abanico de métodos de actuación y nuevos procedimientos judiciales y administrativos, llamado a marcar un cambio de época en su ámbito de aplicación. Un texto nacido para ser motor de cambio y símbolo del signo de los tiempos que estamos viviendo en lo tecnológico y profesional: la hibridación de técnicas y disciplinas para dar lugar a nuevas actividades y procedimientos que de seguro alumbrarán novedades que ahora no somos capaces de imaginar completamente.

Un producto de esta Cuarta Revolución Industrial a la que asistimos, que contribuye poderosamente a brindarnos la oportunidad de ser más integrados que apocalípticos, por utilizar la terminología de Umberto Eco, mediante dos aportaciones fundamentales. Por un lado, la rentabilización de esta época dorada de la cartografía en el campo del Derecho, mediante la transformación de buena parte de los procedimientos judiciales y administrativos en procesos con geografía, ya que todo sucede en algún lugar. Y, por otro lado, la protección eficaz de la privacidad del individuo, arrinconado geográficamente por el enorme desarrollo de las tecnologías de la localización. Dos aspectos que estamos seguros de que contribuirán notablemente a construir un mundo mejor, más justo, más amable y habitable.

Antonio F. Rodríguez Pascual

Subdirector adjunto del Centro Nacional de Información Geográfica

Instituto Geográfico Nacional de España
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Introducción


 Nunca me planteé escribir un libro antes de llegar a la Universidad. Tampoco tras acabar los estudios universitarios. Sólo después del ejercicio profesional de la Abogacía, que me presentó inesperados desafíos intelectuales y retos operativos relacionados con los datos, metadatos y servicios geoespaciales, surgió la necesidad de recopilar el conocimiento normativo y jurídico para una práctica de calidad, consciente de la importancia de abordar un estudio universitario en profundidad.


1.  El origen de esta obra: una intuición en tres dimensiones

1.1.  De las dos a las tres dimensiones

Conocer la realidad para el jurista es más que analizar conceptos abstractos. El Derecho sigue a la vida. Comprender precisa y sistemáticamente la realidad objetiva es la base para diseñar, interpretar y aplicar la norma jurídica en el marco de un asesoramiento profesional y de una estrategia de defensa.

El trabajo jurídico realizado en la práctica de la Abogacía en sede administrativa y particularmente judicial en materias relacionadas con inmuebles urbanos y rústicos, entre otras, condujo a descubrir la patente limitación de la perspectiva sólo «horizontal» derivada de la documentación arquitectónica o urbanística. Faltaba algo, se precisaba un elemento de análisis diferente. En los diversos expedientes se contaba con planos y diversa información geográfica, pero muchas veces sólo analógica y no digital. Abordar el análisis jurídico sin separarse o elevarse del suelo se presentaba ciego o, al menos, sin suficiente ni adecuado punto de vista.

La perspectiva plana, de dos dimensiones en su longitud y latitud, requería tener en cuenta también la «tercera dimensión», la de la altura, para elevar la perspectiva y lograr una comprensión jurídica más precisa de los asuntos en su contexto normativo y legal, además de económico y social. Lograr ese plano superior en el cual la norma jurídica se aplica a la realidad objetiva concreta, a los problemas considerados en sus elementos básicos pero matizados por la prueba válida y efectiva en Derecho. La altura o la «coordenada z», según la denominan los topógrafos, solo representable adecuada y completamente en forma digital, en la que visualizar los objetos y sujetos a los que se aplica el Derecho permite comprender mejor la realidad, analizarla con exactitud y aplicar la norma jurídica con el rigor que resuelve y dirime la solución contemplada como mejor y óptima por el Ordenamiento jurídico vigente.

Esta intuición de las «tres dimensiones» presentaba una manera más amplia y precisa para estudiar las cuestiones legales. No sólo con un enfoque jurídico y normativo, sino también mediante el análisis y comprensión práctica de los aspectos técnicos en sede administrativa o extrajudicial y también judicial. De este modo, la realidad física y geográfica puede plasmarse, como el ejercicio de la Abogacía nos ha permitido acometer en procesos judiciales, ante los Tribunales, en forma de prueba tecnológica y pericial, y resultar judicialmente admitida. Sin embargo, la práctica jurídica nos ha conducido también a reflexionar acerca de si se trataba sólo de un caso concreto o si, oportunamente, la solución que entonces no tenía nombre ni concepto podía extenderse por inducción con carácter más general a otros supuestos universales.

Ahí está el origen de esta reflexión y perspectiva intelectual, que se gestó desde el año 2006 en los trabajos jurídicos en sedes judiciales y encontró una primera orientación intelectual en el año 2008 con la incorporación a la Infraestructura de Datos Espaciales de España («Geoportal IDEE», 2013), foro altamente técnico en el que se formulaban algunas preguntas jurídicas esenciales: ¿Cuál es el valor jurídico de la geoinformación? ¿Qué derechos configuran la utilización de la información y servicios espaciales? ¿Cuáles son las principales cuestiones jurídicas que afectan o que precisa la geoinformación? ¿Qué normas legales, nacionales, europeas o internacionales se aplican a los geodatos y sus servicios geoespaciales? ¿Qué implicaciones jurídicas poseen frente a terceros la reutilización de datos o los contratos cuyo objeto es geoinformación? ¿Cómo han de desarrollarse las políticas de uso de datos y metadatos geoespaciales?

El reto intelectual de estas páginas, consciente del valor añadido que estas aportaciones podrían significar para la Academia y la Industria, reside en ofrecer una visión de conjunto y amplia de las diversas regulaciones vigentes o aplicables a la geoinformación, mediante un análisis sistemático y científico de los conceptos jurídicos, principios y derechos vigentes, y desde un enfoque centrado en proponer soluciones con marcos jurídicos y conceptuales en materia de datos y servicios geoespaciales.

El desafío no es pequeño ante la inmensidad de una materia que, si bien se podría denominar Derecho Geoespacial, es poliédrica y requiere una aproximación multidisciplinar, técnica y jurídica a la vez. Esta razón motiva la dirección jurídica y técnica de esta obra, a fin de salvaguardar el mayor rigor académico y científico posible. Asimismo, se impone ser intelectualmente prudente en aquilatar la innovación que puede representar, conocedores de que el entorno jurídico, tecnológico y digital en el que se suscita esta reflexión es cambiante y sumamente sugerente. Acometer esta tarea jurídica es asumir estar dispuesto desde el comienzo y durante toda la travesía intelectual a acoger las mejoras e innovaciones que el Derecho vigente o en desarrollo, así como la Técnica que está por venir, puedan ofrecer para un mayor avance y enriquecimiento conceptual, jurídico y técnico en esta disciplina geoespacial.

1.2.  Trazar es medir

«Trazar puede ser medir», pues no siempre dibujar ha permitido a la vez realizar métricas. Dibujar es una faceta de la creatividad humana que facilita reflejar ideas, pensamientos, proyectos y representaciones. Sin embargo, como saben mejor los arquitectos, ingenieros y múltiples técnicos que trabajan sobre planos, mapas y bocetos, el simple dibujo manual o digital no supone por sí mismo efectuar una medición, aunque se pudiera plantear que se realiza a una escala determinada. Trazar una línea no es efectuar una medición, al menos cuando se realiza simplemente sobre papel y con medios no automatizados ni digitales.

Se debe partir de una premisa fundamental por esencial: lo único que existe es la realidad, lo real sobre la superficie de la Tierra. Generar un mapa es «re-presentar». Para poder hacer un mapa hay que partir de muchas medidas. En primer lugar, como no podemos medir toda la Tierra la discretizamos, medimos únicamente determinados puntos en forma muy precisa, incluso no se dan únicamente coordenadas, sino también sus velocidades, pues las placas tectónicas se mueven. Eso es parte de la Geodesia. A partir de ahí se realizan diferentes tipos de levantamientos (medidas también) como la fotogrametría, los levantamientos topográficos, de satélite, etc., y, entonces, se representa a partir de ese encadenamiento de medidas.

Por tanto, a partir de esta representación, dado que está georreferenciada, se puede medir. Naturalmente, esa medida estará afectada de todos los errores de medida anteriores de la cadena, y, asimismo, en el caso de papel, por ejemplo, también de errores de apreciación visual.

En consecuencia, trazar es representar, y esa representación adolece de muchos errores encadenados, incluido el de ese trazado. Medir es el uso de ese trazado que vendrá contaminado de los propios errores de la cadena para llegar a ese trazado, incluido el de representación o trazado, o incluso en escalas de mapa, no de plano, de la propia redacción cartográfica por motivos estéticos o cartográficos. El cartógrafo puede desplazar elementos para mejorar la visualización. El hecho de medir también tiene errores de interpretación y de percepción de lo que se esté midiendo. Sin embargo, todos esos errores están estudiados y se pueden acotar, como en cualquier proceso de medición.

Además de lo anterior, pensemos que en un mapa hay una semiología gráfica, una comunicación mediante signos, colores, grosores y variables visuales. Lo que percibe el lector es une representación abstraída por el cartógrafo de una parte, un subconjunto temático y geográfico de la realidad.

Si la intuición de ver la realidad física en tres dimensiones, e incluso la cuarta, la de la temporalidad, para así aplicar el Derecho se basaba en la necesidad de contar con la dimensión de la altura, de igual manera la utilidad de medir distancias y superficies al trazar líneas o áreas sobre una imagen digital ha cambiado sustancialmente la perspectiva conceptual y práctica ante el trabajo jurídico y, particularmente, ante la asunción del asesoramiento en Derecho que precisa el ejercicio de la Abogacía.

Además de la importancia de la representación a escala, diversas aplicaciones digitales ya posibilitan medir a la vez que dibujar o trazar líneas y áreas. Se ha facilitado plantear el análisis de la realidad no tanto como «una escala de la realidad» sino como una «representación efectiva de la realidad». Por ello, junto a poder ver la realidad física en tres dimensiones gracias a las tecnologías geoespaciales, mediante imágenes satélite, ortofotografías, imágenes de drones, imágenes 360º, exploraciones LIDAR, etc., el poder trabajar jurídicamente sobre dicha infraestructura, e incluso realizar mediciones y acotaciones o representaciones con su medida real, ha transformado la perspectiva jurídica de dicho modo de analizar la realidad y sus consecuencias e implicaciones jurídicas.

Existe una paradoja interesante, pues la Geodesia trabaja en 4 dimensiones desde hace décadas. La geoinformación que produce la geodesia siempre comprende la componente tiempo. Uno de los problemas típicos, por ejemplo, en demandas internacionales de límites o fronteras, es precisamente la utilización de Sistemas Geodésicos de Referencia en diferentes épocas. Este hecho vulnera en la práctica la interoperabilidad. Porque la Tierra es un elemento dinámico y, cuanto más somos capaces de avanzar en la precisión de la medida, más cierto es que no se puede soslayar que la realidad no es de tres, sino de cuatro dimensiones.

Algo parecido sucede en microescalas, por ejemplo, en controles de deformaciones de taludes, estructuras, ríos, deltas, presas, etc., donde además la dinámica es rápida, incluso ligada a hechos estacionales como la llenada de embalses, ciclos del sol, etc.

Ciertamente no es una novedad emplear toda clase de imágenes, planos, mapas y cartografía como medio de prueba en sede administrativa o judicial. Pero sí es un cambio significativo posibilitar a la Administración Pública o, en particular, a la de Justicia elementos de prueba que permitan basar la convicción probatoria por poder interactuar con tales medios y elementos. Por ejemplo, supone un cambio muy relevante ofrecer a la autoridad judicial disponer y utilizar la información geoespacial para procesarla digitalmente en igualdad tecnológica, al permitir aproximarse a las zonas de interés que así se consideren o alejarse de ellas para tener una mejor perspectiva o visión de conjunto.

A estas nuevas capacidades, algunas quizá implícitas en los croquis y planos convencionales en papel, el añadido de poder medir al trazar de forma digital no sólo distancias, sino también superficies y volúmenes (Díaz Díaz, 2012b), aumenta de forma sobresaliente el rigor del conocimiento de los agentes técnicos y operadores jurídicos, la precisión de las técnicas empleadas y la certera y segura aplicación del Derecho.

1.3.  Del papel a lo digital

La reflexión realizada sobre las dimensiones de la información geoespacial, en las tres vertientes de latitud, longitud y altura (1)  que puede ofrecer y resulta reutilizable, junto a la importancia de las mediciones para los operadores jurídicos, es posible en virtud del cambio de paradigma que se resume en frase breve: «del papel a lo digital».

El actual estado del desarrollo tecnológico en todas las facetas personales, familiares, sociales, económicas y profesionales en que se encuentran inmersas las personas, no precisa subrayar su importancia, permanencia y continuidad. Es patente que la revolución tecnológica y digital comporta una mutación profunda de las infraestructuras y modos operativos conocidas hasta el presente. La celeridad de la transformación tecnológica no impide descubrir también en la esfera jurídica el enorme impacto e influencia del fenómeno de la digitalización. La incidencia de esta transformación es tan profunda y efectiva que la propia rapidez del cambio no permite apreciar su calado y consecuencias reales y en el futuro.

De esta manera, afirmar que «trazar sea medir» es posible gracias a la posibilidad de trabajar digitalmente con cartografía. Entre otras cuestiones a analizar, una es verdaderamente significativa: la visión jurídica de la realidad física también ha cambiado y cambiará aún más profundamente gracias a que es accesible medir al trazar o representar la realidad en sus variadas formas, en el contexto de la cartografía digital, no sólo bidimensionales, sino principalmente en un modo tridimensional y contando con el factor tiempo.

A partir de aquí, el Derecho y sus operadores jurídicos, además de los proveedores de datos espaciales oficiales, pueden aproximarse a la realidad representada de forma más segura, técnicamente contrastable e incluso interoperable. Las herramientas técnicas que ofrece el entorno digital prestan un servicio a los operadores jurídicos en su tarea de ofrecer soluciones a los conflictos que se plantean entre particulares, en las relaciones con la Administración Pública y en la convivencia social. Por ejemplo, gracias a la posibilidad técnica de medir o analizar linderos entre propiedades sobre una infraestructura de datos espaciales fiable y rigurosa, será posible aquilatar los términos de un acuerdo más que prolongar la discusión basada en dudas, representaciones o insuficientes mediciones (2) , así como evitar la iniciación de expedientes administrativos no fundados y la interposición de demandas en sede judicial articuladas sobre equívocos o imprecisos datos, rebatidos y rebatibles con geoinformación oficial y contrastada.

Este sencillo ejemplo si se trasladara a situaciones estructurales de mayor amplitud, como puede ocurrir en el supuesto de la aún pendiente coordinación entre el Catastro Inmobiliario y el Registro de la Propiedad, o en la escasa utilización de la cartografía catastral por la Administración Pública para el ejercicio de sus competencias, da idea clara del alcance, magnitud e importancia de esta cuestión sobre el empleo de la geoinformación oficial.

Por consiguiente, el estadio de la tecnología ya existente y, en particular, en el ámbito de la información espacial nacional e internacional contribuye a que el Derecho pueda ofrecer y alcanzar mejores y más exactas soluciones a los problemas que se plantean en todo el espectro de materias legales, que alcanza desde cuestiones de Derecho Privado hasta asuntos de Derecho Público, incluidos temas transversales y tan importantes como la privacidad de las personas, la propiedad intelectual e industrial de particulares y empresas, la reutilización de la información del Sector Público o la Seguridad y Defensa Nacionales (3) , además de la Ciberseguridad de redes y sistemas de información que devienen infraestructuras críticas y geoestratégicas.

2.  Desde la experiencia profesional

2.1.  Extrajudicial y judicial

La aplicación práctica del Derecho se basa en su unidad. Los problemas legales, también aquellos supuestos aparentemente simples, poseen una notable complejidad. No se trata solamente de conocer e interpretar la norma jurídica regulada por el Ordenamiento jurídico concreto. Con frecuencia, en la práctica del Derecho en un entorno globalizado de creciente complejidad, el conocimiento de los hechos y de la realidad concreta que el Derecho ha de regular y ordenar es determinante del buen fin de la actuación legal.

Para conocer esa particular situación y contexto en que ha de actuar el Derecho, dado que la convivencia humana se desenvuelve en un espacio geográfico determinado, es de relevante utilidad la información geoespacial, entendida como la representación del espacio físico, sin perjuicio de su mayor contenido y más completas definiciones que se abordan más adelante.

2.2.  Consecuencias prácticas e intelectuales

La reflexión suscitada por la labor jurídica práctica en sede administrativa y judicial fomenta la inquietud intelectual de buscar conceptualizar por inducción lo particular en soluciones generales. Trabajar con el apoyo geoestratégico de la información espacial ofrece una perspectiva más próxima a la realidad de los problemas jurídicos, también cuando resultan de enorme complejidad técnica. Destacamos la vertiente estratégica de la geoinformación por su enfoque transversal, su perspectiva multinivel y su aplicación multipropósito.

Las cuestiones que plantea el Derecho Civil y Administrativo, por citar sólo dos amplias áreas jurídicas, suelen comportar dimensiones geoespaciales. Los ejemplos son tan variados como diversas las facetas civiles y administrativas: desde un deslinde entre particulares, hasta la reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración Local como consecuencia de la negligente gestión de unas inundaciones, pasando por la gestión territorial de dominios de Internet, la ordenación del territorio mediante concentración parcelaria y la coordinación catastral y registral de inmuebles rústicos y urbanos.

En este inmenso panorama de supuestos legales, rico en circunstancias prácticas e interesantes por las diversas dimensiones que en cada caso interesan, la geoinformación facilita analizar y comprender también jurídicamente lo acontecido, definir y planificar las medidas legales aplicables, preventivas, coetáneas y reactivas, supervisar y controlar la correcta ejecución de las acciones legales emprendidas sobre bienes de toda clase, así como evaluar técnicamente y sistematizar jurídicamente los resultados alcanzados y pendientes de ejecución.

Ahí estriba el interés práctico para los juristas de la información geoespacial y los metadatos (Sistema Geodésico de Referencia, escala, exactitud, fecha, etc.) asociados a ella que (4) , al describirla, permiten su uso riguroso. Es un interés práctico e intelectual que trasciende a la ya de por sí considerable utilidad de la geoinformación como instrumento colaborador en la aplicación jurídica, ya sea en entornos particulares, administrativos o judiciales. Ese interés va más allá y alcanza a la geoinformación en sí misma, como infraestructura y como servicio. Infraestructura en el sentido de ofrecer una base común de entendimiento a técnicos y juristas para el mejor trabajo sobre la realidad física que en cada caso pueda interesar. Servicio (5)  en cuanto que servicio web, que permite consultar en tiempo real y de manera estándar los datos originales custodiados por su productor, con lo que se consigue acceder en cada momento a la información más actualizada y además evitar cualquier posible degradación de la información producida durante la transferencia y procesado de ficheros completos. Por añadidura la geoinformación no es una herramienta estática, sino que posibilita un estudio y gestión dinámicos de realidades cambiantes sobre las que puede actuar una pluralidad de sujetos interesados, desde profesionales técnicos y jurídicos hasta Administraciones y organizaciones públicas de distinto nivel.

3.  Utilización legal de la geoinformación

Los mapas han fascinado a las civilizaciones desde hace siglos. La cartografía ha tenido un papel geoestratégico para la sociedad y la economía, para la industria y la gobernanza. La generación cartográfica ha implicado desde sus orígenes a técnicos avanzados y expertos. Los juristas necesitan información sobre la ubicación de los elementos que interesan a los actos y negocios jurídicos. La posibilidad de utilizar la geoinformación, en particular la oficial, en expedientes administrativos y procedimientos judiciales constituye un valor añadido en el ejercicio de la Abogacía. Especialmente en expedientes complejos o situaciones de emergencia.

3.1.  Hacia los entornos digitales

La tecnología ha supuesto en el ámbito geoespacial el eje de su transformación y el fundamento de su viabilidad hacia nuevos servicios. Este impacto tecnológico ha sido notoriamente acreditado por las instancias geoespaciales nacionales e internacionales. Sitúa, por tanto, el análisis de la utilización legal de la geoinformación en un entorno también digital.

Desde la parte técnica, el esfuerzo por implementar estándares y reglas de funcionamiento alcanza a diversos niveles de la cartografía y de la geoinformación, con el fin de hacerla accesible y cada vez más utilizable y reutilizable (6) . De igual modo, desde la parte jurídica, la digitalización generalizada y, en particular, de procedimientos y de la Administración Pública, así como de la Administración de Justicia, se concreta en normas que, como se verá en su momento, pretenden un desenvolvimiento digital y una aplicación tecnológica ágil del Derecho.

En efecto, gracias a la contribución tecnológica, la geoinformación cobra una mayor relevancia para el sector legal. Conocer esta singular relación del Derecho con el espacio terrestre, marítimo y aéreo, auspiciada por las herramientas basadas en la digitalización, posibilita alcanzar soluciones legales efectivas y ajustadas a las circunstancias del caso concreto.

Igualmente, suscita el interés por conocer el modo en que la información espacial en sí misma puede verse afectada por el ejercicio de derechos y libertades públicas, no sólo en el sentido de la limitación o restricción de su uso, sino también como base necesaria para el ejercicio de derechos y el mejor desarrollo de procedimientos administrativos y procesos judiciales, además de ser un elemento geoestratégico en el diseño, planificación y adopción de decisiones privadas y públicas, empresariales y organizativas.

3.2.  Información espacial oficial y efectos legales

Esta introducción precisa abordar un aspecto esencial de la geoinformación, como es el de su «oficialidad». Es mucho lo que se ha debatido sobre este aspecto, más ante la aparición de propuestas e iniciativas de generación y divulgación de cartografía y geoinformación no propiamente oficial, y basada en medios y recursos privados de crowdsourcing o de colaboración abierta distribuida y externalización abierta de tareas. Baste pensar en las numerosas aplicaciones de dispositivos móviles basadas en geoinformación como eje sobre el que pivota el resto de servicios de valor añadido, desde el geomarketing o la publicidad conductual hasta los navegadores que facilitan la circulación mediante la visualización de incidencias en tiempo real.

La relevancia y las consecuencias legales que se derivan y podrían derivarse de la utilización de la información geoespacial llevan a plantear cuestiones jurídicas sumamente interesantes también en la práctica profesional y en sede administrativa y judicial. Reunidas bajo el concepto de oficialidad, algunas de sus propiedades principales se concretan en la autoría y responsabilidad jurídica de los datos geográficos en su generación, mantenimiento, actualización, conservación, reproducción y difusión, así como en su efectivo valor jurídico y probatorio como medio de prueba válido en Derecho, sin perjuicio del arco amplio de implicaciones relacionadas con los servicios de valor añadido basados en la localización.

Como metodología, en este estudio se pretende abordar esas interesantes cuestiones desde la perspectiva de la aplicación jurídica y, en la medida de lo posible, en relación con las implicaciones que genera la existencia, salvaguarda y ejercicio efectivo de otros derechos y libertades públicas, tales como la protección de datos (7)  y la privacidad o la reutilización de la información del Sector Público (8) .

El punto de partida en esta reflexión se sitúa en la aproximación a la «interoperabilidad de la geoinformación», para explorar cuál es su interés técnico y efectividad jurídica y si es posible plantearse formular el principio de la «interoperabilidad jurídica de la geoinformación» como una dimensión adicional a la semántica, técnica y organizativa.

Si así fuera, convendrá determinar cuáles sean las claves de dicha interoperabilidad y conocer su marco jurídico, para lo cual podría ser de utilidad tener en cuenta la experiencia adquirida en casos reales, a modo de comprobación de laboratorio, uno del ámbito catastral y otro del entorno de la utilización de drones como instrumento para la generación de los datos geoespaciales.

Por sistemática y rigor del estudio a abordar en esta obra, se analizará el concepto y caracteres principales de la «interoperabilidad jurídica de la geoinformación», junto a su contenido propiamente jurídico, con un enfoque práctico testeado en la experiencia profesional, además de ponderar el valor añadido de la geoinformación en y desde el ámbito del Derecho.

Una vez fijadas esas premisas, será de interés conocer e ilustrar los aspectos legales y materias jurídicas, tanto de Derecho Público como Privado, más relevantes para los datos y servicios geoespaciales. El catálogo es muy amplio. A su análisis y enumeración dedicamos los meses de trabajo en el Open Data Institute de Londres y en el Geovation Hub dependiente de la Administración Geográfica Británica, por ser de los ámbitos tecnológicos y cartográficos más avanzados. Aunque abogamos por un Derecho Geoespacial transversal, la diferenciación de la disciplina jurídica entre Derecho Público y Privado podría ser útil para la ordenación de las materias a estudiar: desde la oficialidad de la geoinformación, las transparencia y acceso a la información pública, su reutilización en el Sector Público, los datos abiertos u open data, hasta las licencias para uso de la geoinformación, la ciberseguridad o la propiedad intelectual. Además de los citados aspectos, algunos otros impactan también en la geoinformación, como los supuestos de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública con carácter general y de catástrofes naturales (incendios, inundaciones, riadas, etc.) en particular.

Entre los aspectos que desde la perspectiva jurídica pueden interesar más a la geoinformación, a nuestro juicio, se encuentran la privacidad y la protección de datos de carácter personal de los ciudadanos. Llegamos a esta posición después del estudio intelectual y práctico durante dos estancias internacionales en Londres (Reino Unido) y en San Francisco (Estados Unidos), así como del análisis con responsables de servicios geoespaciales de quince Estados miembros de la Unión Europea (9)  y del contraste de la experiencia profesional tanto en sede administrativa como en estrados judiciales.

No hay duda de la creciente repercusión global de la protección tanto de los datos personales, particularmente en entornos digitales, como los de datos geoespaciales. Asimismo, el carácter transversal de la privacidad es una dimensión que puede ayudar a sistematizar el estudio de la juridicidad de los geodatos y servicios espaciales.

Desde la óptica metodológica de la privacidad, es de interés conocer la evolución histórica que ha experimentado, tanto en su origen como en su contexto, para comprender mejor la importancia de los mapas y estar en adecuadas condiciones de abordar el estadio tecnológico en que se desenvuelve la geoinformación en los albores del siglo XXI. En este marco, el estudio habrá de enfocar tanto la diversidad institucional, con organismos internacionales presentes en la escena jurídica de los geodatos, como la heterogeneidad geográfica. En ambos aspectos corporativo y geográfico, se han estudiado las instituciones y regiones del planeta que, en atención a su contenido e influencia, permiten alcanzar un conocimiento lo más vertical posible en lo institucional y lo más horizontal de hecho en la extensión territorial.

No obstante, dada la novedad y actualidad de importantes normas de escala europea, de las que ya es notorio que, institucional y geográficamente, se han situado en la cúspide de la incidencia y repercusión globales, interesa prestar mayor atención a la regulación en materia de privacidad del Viejo Continente. Esta metodología permitirá contrastar y analizar más rigurosamente la legislación de la Unión Europea con la que se incoa ya en algunos estados de Norteamérica y, en particular, la californiana (10) . Su interés deriva de aplicarse directamente a gran parte de la industria tecnológica nacida o luego residenciada en Silicon Valley. Igualmente contrasta y hace valorar las semejanzas de la regulación asiática, tan amplia, emergente y con frecuencia sorprendente por tomar rasgos jurídicos directamente de la Unión Europea, como ya ocurre en Japón, Singapur o Islas Filipinas.

En todo caso, aunque la privacidad sea un aspecto significativo, no es ni debiera ser considerado el único relevante. Por esta razón, el estudio de esta obra quedará mejor completado con el análisis de otros aspectos legales relacionados con la aplicación de los geodatos en la práctica y su utilización en entornos administrativos y judiciales. De este modo, resultará de mayor interés jurídico abordar cuestiones como la legislación aplicable, la información a suministrar a los titulares de los datos, la cual condicionará, a su vez, el consentimiento explícito a prestar para el ulterior procesamiento de los datos recabados; el modo de ejercer los derechos por parte de los interesados, la importante cuestión de la conservación de los datos de carácter personal, las medidas de seguridad técnicas y organizativas a implantar para garantizar la protección de los datos y la información personal, su transmisión a terceras personas o entidades y hasta el carácter sensible de la geolocalización cuando, además, pueda considerarse dato personal.

Con el ánimo de ampliar la visión y las perspectivas del análisis objeto de estudio, el desarrollo en Europa, pero también en otros lugares del mundo, de dispositivos y aplicaciones basados en servicios de geolocalización conduce a examinar cuál sea el uso de los datos geoespaciales, sean o no datos personales, para la prestación de servicios de valor añadido, como por ejemplo a través de los dispositivos móviles inteligentes, y más en el moderno contexto del Big Data, del Blockchain, del Internet de las Cosas o de las Comunidades Inteligentes.






	 (1) 

	Se debe tener cuidado con el uso del sistema de coordenadas para realizar medidas. Normalmente, se trabaja con ángulos y distancias sobre un modelo de la Tierra, que es un elipsoide de revolución o una esfera.
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	 (2) 

	Al abordar la cuestión de las mediciones, debemos ser conscientes, desde una perspectiva técnica, de los problemas que persisten en la cartografía y las imágenes aéreas. Cada una de ellas está definida para una escala y asociado al concepto de escala aparece la exactitud y el error tolerable. Esto es, aunque se aprecie evidencia de que la realidad representada encaje, por ejemplo, entre cartografía y ortofoto en la superposición de ambas, las representaciones pueden estar bien y ser correctas. La evidencia tiene una incertidumbre inherente a la escala y al procedimiento de captura o generación de la cartografía. Esto se suma a los movimientos y deformaciones del terreno (deriva tectónica, desplazamiento de los ejes, etc.) con el tiempo y a la mejora continua de las precisiones de los instrumentos de medida.
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	 (3) 

	Hemos encontrado muy escasas referencias a materias que traten la cuestión de la reutilización de la información del Sector Público en el ámbito de la Seguridad y Defensa Nacional. Mencionamos algunas fuentes indirectas, como por ejemplo Marcos-Martín, C., & Soriano-Maldonado, S.-L. (2011). Reutilización de la información del Sector Público y Open Data en el contexto español y europeo. Proyecto APORTA. Reuse of public sector information and open data in the Spanish and European context. Aporta Project., 20(3), 291-297. Accesible en http://10.0.12.73/epi.2011.may.07
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	Se han de diferenciar los datos de la información, pues esta última es el contenido codificado en los datos. Lo interoperable son siempre los datos y no el conocimiento.
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El concepto de servicio también se aplica en el dominio de los sistemas de información con otra connotación: servicio como medio para consultar a través de la web y en línea la última versión de la información mantenida y custodiada por su productor.

En este sentido, vale la pena tener en cuenta esta conclusión sobre los Sistemas de Información Geográfica (GIS en su acrónimo inglés): «GIS es una herramienta de uso potencial en muchos escenarios dentro del mundo de bibliotecas, archivos y centros de documentación. De forma general, la tecnología GIS puede facilitar la toma de decisiones en la gestión de las unidades de información (Venuda, 2005). Ayuda a la planificación y diseño de espacios económicamente sostenibles y capaces de proporcionar servicios de calidad, repercutiendo en una mejora de la gestión de los recursos y del servicio al usuario». Tomada de Aguilar-Moreno, E., & Granell-Canut, C. (2013). Sistemas de información geográfica para unidades de información. Geographic information systems for information units., 22(1), 80-86. Accesible en http://ezproxy.si.unav.es:2048/login?url=https://search.ebscohost.com/login.aspx?direct=true&AuthType=ip,url&db=fua&AN=92774917&lang=es&site=eds-live&scope=site
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Según las Directivas de Reutilización de la Información del Sector Público, y a diferencia de las leyes que la trasponen, el término «reutilizar» no significa utilizar varias veces, sino utilizar para un propósito diferente del original que motivó la obtención o generación de la información.

Por tanto, dado que la Información Geográfica de referencia se produce para ser aplicada en cualquier campo y con cualquier finalidad, en sentido estricto es una información de sector público que no se puede reutilizar, sino sólo utilizar. No obstante, desde la perspectiva de protección de datos, la diferenciación entre utilizar y reutilizar pierde sentido en tanto que ambos procesamientos de información constituyen, si median datos personales, tratamientos de datos sujetos a la regulación en vigor.



	 Ver Texto 




	 (7) 

	
La normativa y las diversas leyes nacionales e internacionales sobre protección de datos se mencionarán en su respectivo apartado, dada su variedad y diverso estado de vigencia.

No obstante, para una mejor comprensión, en España ha dejado de estar en vigor la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. (1999). Boletín Oficial del Estado. Accesible en https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1999-23750, que ha quedado desplazada por el Parlamento Europeo y Consejo. (2016). Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la. Diario oficial de la Unión Europea, 27, 1-88. Accesible en http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2016.119.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2016:119:TOC.

Asimismo, la Ley Orgánica 15/1999 ha quedado derogada por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (2018). Boletín Oficial del Estado. Accesible en https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2018-16673&p=20181206&tn=2.

El vigente Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal. (2007) (Boletín Oficial del Estado. Accesible en https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2008-979&tn=1&vd=&p=20080119), está pendiente de su correspondiente revisión y actualización a partir de la vigencia de la citada Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Del resto de normas europeas o internacionales se dará cuenta en este estudio en su respectivo apartado.



	 Ver Texto 




	 (8) 

	La regulación de la reutilización de la información del Sector Público se estudiará en el lugar pertinente, dada la regulación europea existente, conformada por un amplio conjunto de Directivas comunitarias, y el correspondiente desarrollo legislativo nacional en cada Estado miembro.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	
Cfr. ISA Working Group on Geospatial Solutions, GDPR Webinar, 24/04/2018. Fue organizado para toda la Unión Europea por ELISE (European Location Interoperability Solutions for E-Government) y contó con la asistencia de representantes de quince Estados miembros de la Unión Europea.

Las conclusiones de nuestra intervención este webinar multinacional europeo han sido recogidas en el documento de Bargiotti Inge Gielis Bram Verdegem Pieter Breyne Francesco Pignatelli Paul Smits Ray Boguslawski, L., Bargiotti, L., Gielis, I., Verdegem, B., Breyne, P., Pignatelli, F., & Smits Ray, P. (2016). Guidelines for public administrations on location privacy. Eur 28202. Accesible en https://joinup.ec.europa.eu/sites/default/files/custom-page/attachment/2019-06/LocationPrivacyGuidelines_FINAL.pdf.
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	 (10) 

	En particular, la norma de referencia más relevante es la The California Consumer Privacy Act of 2018. Consulta 11 de enero de 2019: https://leginfo.legislature.ca.gov/faces/billTextClient.xhtml?bill_id=201720180AB375.
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Capítulo I Interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales


 «Allí donde hay sociedad hay Derecho». Pero allí donde hay Derecho hay «espacio». La dimensión espacial y la espaciotemporal son esenciales en el estudio y la defensa legal de las causas justas. La realidad acontece en un lugar. El lugar se transforma con el tiempo. El conocimiento geoespacial de la realidad y su ulterior representación es esencial para el jurista en la aplicación de la ciencia y la técnica jurídicas, en orden a la concordia, a la efectividad de los derechos y libertades fundamentales y a la Justicia. Utilizar los datos y servicios geoespaciales de manera interoperable entre técnicos y juristas constituye un valor añadido para el ejercicio profesional de la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos, así como para el asesoramiento y consejo jurídico.


1.  Aproximación a este principio

El interés de este estudio para el ámbito geoespacial, tanto técnico como jurídico, podría culminar en el principio de la interoperabilidad jurídica de los datos y servicios geoespaciales.

«Allí donde hay sociedad hay Derecho» (Bustamante Bustamante, 2012) (1) . Este aforismo romano puede ser reformulado en el ámbito geoespacial ya en pleno siglo XXI: allí donde hay Derecho hay «espacio».

Aunque inicialmente cabría dejar fuera de esa realidad espacial los intangibles, como por ejemplo las acciones que cotizan en mercados de valores, ni siquiera estas realidades escapan a la importancia de la localización (McMillan, 2017). Las infraestructuras de las organizaciones modernas y digitales incluyen los elementos humanos, pues necesitan abogados, especialistas en seguros, gestores de riesgos y similares. Pero también incluye la infraestructura física y no sólo lógica o tecnológica. Precisamente en este entorno es cada vez más importante el ancho de banda de las comunicaciones (2)  y el equipo de Tecnología de la Información necesarios para el comercio en línea y el desarrollo de nuevas tecnologías como el Blockchain o el Internet de las Cosas, donde la localización desempeña un papel jurídico crucial a la hora de determinar la regulación aplicable y para la rapidez de las transacciones, y donde tanto el cableado submarino de Internet del Atlántico como los centros de datos de la industria local sirven de distinta manera a las organizaciones.

No obstante, casi todos los «datos» contienen un tiempo y un espacio que puede ser reflejado o representado geográficamente (3) . Si se lograra traer esa información espacial a un contexto visual, se podrían ver patrones y relaciones jurídicas, sociales y espaciotemporales que no podríamos obtener ni visualizar inmediatamente a través del simple análisis de las fuentes y recursos de inteligencia por sí solos.

En otras palabras, las diversas facetas de la realidad que nos rodea se entienden mucho mejor cuando se ven plasmadas de forma conjunta, en su contexto y a través de capas de información superpuestas e integradas. Baste pensar en lo claro que resulta visualizar en un globo virtual un recorrido, con su paisaje o entorno, edificaciones y medios de transporte, o en todo lo que ese puede llegar a visualizar mediante la tecnología de nubes de puntos generados por tomas de fotografías 360º y con Lidar (Bhupendra Sharma, 2019), apoyado en fotografías para navegar al estilo de OpenStreetView de Google, pero de interiores de edificios y poder medir directamente. Cada vez gusta más dejar apilados los gruesos mapas de carretera en papel para encender el dispositivo de pequeña pantalla y navegar a través de la representación virtual de los recorridos que cada persona proyecta realizar por tierra, mar y aire.

Así, es fácil estar de acuerdo en que esta aproximación colaborativa y geoespacial a la realidad (4)  puede ayudar a aglutinar esfuerzos que faciliten comprender mejor, más rápido y con menos costes las distintas capas de geoinformación. Y también aprovechar los numerosos recursos y fuentes de información y «geodatos» de manera más efectiva, integrada y coherente para tomar decisiones y sacar adelante proyectos y procedimientos. De esta manera, como revelan los estudios de usabilidad (Enríquez & Casas, 2013), se prefiere una información fácil y accesible antes que complejas aplicaciones. La usabilidad de las aplicaciones móviles está fuertemente influenciada por el contexto de uso. Muchas veces, sólo queremos llegar a tiempo, pero bien, a un lugar u objetivo, y ello lo facilita un navegador, pero también un geolocalizador de servicios y productos. Incluso de un simple parking urbano.

En estas coordenadas, donde interesa la longitud y latitud («X e Y»), pero también la altura (la famosa «Z»), no basta quedarse limitado sólo a los dispositivos o sus aplicaciones. En cambio, gracias a esta interoperabilidad técnica es posible alcanzar la interoperabilidad jurídica. Si es cierto que el Derecho sigue a la vida, a los portales de mapas y globos virtuales de diversa temática podrá seguir la norma. Pero no una norma petrificada, sino el Derecho más moderno e innovador, en el que nos servimos de la geoinformación, tanto de sus conjuntos de datos como de sus servicios de localización, visualización y descarga para conocer mejor y de modo más armónico la realidad a la que la norma jurídica deba ser aplicada.

Por ejemplo, si una Administración Pública o empresa se dedicara a prestar servicios o a distribuir productos de cualquier clase, le será muy útil conocer dónde ofrecerlos, con el valor añadido de la ubicación, en qué condiciones medioambientales (5) , con cumplimiento de qué normativa vigente sobre instalaciones, construcciones o espacios sin humo, incluso con respecto a las distancias de seguridad o de no competencia, como sucede con las farmacias (6) , además de asegurar que cumple los estándares urbanísticos de calidad.

La interoperabilidad jurídica de los datos y servicios geoespaciales facilita conocer las implicaciones jurídicas y tecnológicas que, con relación al espacio terrestre, marítimo y aéreo, se suscita en todos los niveles, en la sociedad en general, en el desarrollo comercial e industrial, y en las relaciones particulares, sociales y económicas de ciudadanos y empresas. Se precisa un buen nivel de servicio y una sólida arquitectura tecnológica para que la información geoespacial disponible resulte realmente efectiva y eficiente, también en el ámbito jurídico, administrativo y judicial.

En suma, nos encontramos ante la necesidad, e incluso ante el reto, de coordinar los requerimientos tecnológicos y las exigencias jurídicas para poder operar decididamente y de forma interdisciplinar en las diversas materias cotidianas, como medio ambiente, agua, gas y recursos naturales, ordenación territorial, gestión sanitaria y de ámbito educativo, mejora de servicios y productos, junto a otras numerosas aplicaciones.

Esta interoperabilidad jurídica requiere en la práctica que los datos espaciales necesarios a nivel nacional, federal —regional— o local permita a los agentes técnicos y operadores jurídicos interrelacionar de manera eficiente las diferentes políticas públicas y privadas a desarrollar o aplicar.

En definitiva, consideramos que algunos principios resultan esenciales: 1) intercambio completo y abierto («full and open sharing»), para alcanzar la necesaria interoperabilidad y el fácil acceso a toda la información geoespacial disponible, de fuentes públicas o privadas; 2) recolección de datos («data collecting»), para el adecuado intercambio de geoinformación y conjuntos de datos en los niveles nacional, federal —regional— y local; 3) accesibilidad («accesibility»), con un elevado grado de transparencia y reutilización de información del sector público y de desarrollo de los datos abiertos («open data»); 4) disponibilidad, a través de servicios web, que permitan acceder en línea y en tiempo real al repositorio original y actualizado, custodiado por la organización productora, y 5) pertinencia, en el caso al que se aplica, por su oficialidad y propósito.

A modo de conclusión preliminar, no hace falta una legislación geoespacial profusa, sino aplicar los principios normativos claros que permitan el mayor desarrollo y la generalizada utilización jurídica, económica y social de la geoinformación.

2.  Claves de la interoperabilidad jurídica de la información geográfica

¿Qué es la «interoperabilidad jurídica» de los datos y servicios geoespaciales? Sencillamente debiera ser una propiedad característica de un sistema armónico en el que las herramientas técnicas contribuyan a facilitar el trabajo jurídico (Díaz Díaz, 2010a) que ocupa a los juristas y abogados que trabajan junto a ingenieros, arquitectos y todo un conjunto de técnicos expertos.

En otras palabras, esta necesaria y jurídica interoperabilidad de los datos y servicios geoespaciales, basada en la previa compatibilidad y armonización de sistemas y aplicaciones (European Commission, 2013b), ayuda a conocer más y a decidir mejor sobre las implicaciones tecnológicas y jurídicas (Díaz Díaz, 2010b), que se plantean habitualmente en relación con el espacio terrestre, marítimo y aéreo objeto, motivo o escenario de nuestra actividad.

La buena calidad de geoportales y servicios geoespaciales, y la cada vez más sólida arquitectura tecnológica, no sólo hacen disponible la información espacial que se nos suministra (Martínez Gutiérrez, 2011; Punzón Moraleda & Sánchez Rodríguez, 2011). Además, se logra que ésta sea útil y eficiente para el estudio técnico-jurídico de cuestiones sobre edificios, inmuebles y fincas rústicas (Gómez Perals & Femenia-Ribera, 2018; Trujillo Cabrera, 2018), instalaciones, obras públicas tales como carreteras, urbanismo e incluso geomarketing y comercio electrónico.

De la experiencia judicial y extrajudicial se pueden extraer algunas claves de la denominada «interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales», y que, a nuestro juicio, podría ser marco práctico y operativo del presente estudio y su mejor aplicación jurídica en la vida real.

1) Es abierta y transparente. Los datos y geoservicios disponibles, especialmente los oficiales, están disponible gratuitamente para su uso y se permite su utilización y reutilización sin restricción alguna, al menos en principio, con pleno reconocimiento ante terceros interesados y con efectos jurídicos y técnicos de conformidad con la normativa aplicable (Díaz Díaz, 2009, 2010b), como se propuso en la enmienda que cristalizó en el Preámbulo de Ley Geoespacial o LISIGE (Ley 14/2010, de 5 de julio, sobre las infraestructuras y los servicios de información geográfica en España., 2010).

2) Es útil. Los datos y servicios geoespaciales resultan sumamente útiles y sencillos de utilizar en el ámbito técnico y jurídico, especialmente de forma profesional, para el estudio y análisis de situaciones, sobre todo de las complejas o que entrañan diversas capas de información, y primordialmente para la toma de decisiones jurídicas, económicas, sociales o empresariales.

Las aplicaciones geográficas ayudan decisivamente al Derecho Geoespacial al permitir localizar con rapidez y facilidad datos espaciales disponibles, evaluar su adecuación para un determinado propósito y conocer sus condiciones de uso, así como sus efectos jurídicos y técnicos de conformidad con el Ordenamiento vigente.

3) Es de aplicación general. Garantizar la interoperabilidad jurídica de la información geográfica disponible es garantizar las políticas nacionales y europeas o internacionales que aseguran que los ciudadanos puedan acceder a esa geoinformación.

Se trata de optimizar la explotación de datos ya disponibles y poner en práctica servicios destinados a mejorar la accesibilidad e interoperabilidad de esos datos, evitando obstáculos que entorpezcan su utilización.

Interoperabilidad de la geoinformación es la capacidad que proporcionan servicios y procedimientos especializados para combinar conjuntos de datos geográficos y facilitar la interacción de los servicios de información geográfica de forma que el resultado sea coherente y se aumente el valor añadido de los datos geográficos y servicios de información geográfica. También cuando se destinan a procedimientos administrativos o procesos judiciales.

Por ello, esa interoperabilidad será jurídica cuando resulte ajustada a las normas legales vigentes. Su consecuencia será aplicarse de forma general a todas las Administraciones Públicas y ciudadanos y empresas.

4) Es oficial. La cartografía oficial (Ley 7/1986, de 24 de enero, de Ordenación de la Cartografía., 1986) terrestre y náutica, así como otros conjuntos de datos o servicios espaciales, contienen un considerable valor añadido, debido a que cualquiera que sea la escala de su levantamiento, se realiza de acuerdo con una norma cartográfica oficial y, lo que es más interesante, se obtiene por procesos directos de observación y medición de la superficie terrestre.

La norma cartográfica ayuda en gran medida porque especifica necesariamente el datum de referencia de las redes geodésica y de nivelación, el sistema de proyección cartográfica y el sistema de referencia de hojas, para la cartografía terrestre y, además, por lo que respecta a la náutica, el «cero hidrográfico» (7)  al que estén referidas las sondas.

5) Está legalmente autorizada. La Ley Geoespacial ha abierto amplias posibilidades al reconocer la validez técnico-jurídica de la información geográfica generada por Administraciones y organismos del sector público, facilitando su utilización práctica especialmente por los agentes jurídicos y periciales.

Se otorga así a la información geográfica empleada o a disposición de Peritos, Abogados, Notarios o Registradores, o de agentes técnico-jurídicos similares, el reconocimiento para el empleo cualificado de los datos espaciales, como prueba iuris tantum en defecto de información mejor o más cualificada, y se facilita la efectiva compatibilidad y utilización transfronteriza de la información geográfica, esencialmente interoperable.

Por tanto, la información geográfica oficial es fiable y debería ser aceptada por cualquier Administración ante la que se invoque, además de asumida sin necesidad de mayores pruebas (¿qué más garantía jurídica que saber que se ha generado mediante comprobación in situ por topógrafos profesionales o científicos de teledetección a distancia, y que ha sido objeto de aprobación oficial?).

6) Es colaborativa. La interoperabilidad jurídica facilita el entendimiento y favorece el intercambio práctico de conocimientos entre técnicos y juristas usuarios de la geoinformación. Por ello necesita de las diversas competencias esenciales de la mayoría de las ocupaciones profesionales: desde la forma y dimensiones de la Tierra y la Geodesia (8) , hasta la calidad de los datos, localización por satélite, teledetección y fotogrametría, incluyendo la cartografía, la programación y aplicación, y la profesionalidad, ordenado todo ello a través de las normas jurídicas vigentes en los niveles regional, nacional o federal e internacional.

Facilita en definitiva la compatibilidad y ordenación de al menos tres destacados sectores: el posicionamiento y obtención de la geoinformación, el análisis y modelado técnico-jurídico y el desarrollo del software necesario para poder emplear los datos espaciales por técnicos y juristas con resultados fiables.

7) Es holística. Pese a lo infrecuente de su uso, este término enfatiza la importancia del «todo», que es más grande que la suma de las partes, al tiempo que da importancia a la interdependencia de éstas. Sería como la propiedad de sinergia de la geoinformación.

Esta interoperabilidad, al igual que la tecnológica, se basa en competencias personales, académicas y profesionales de los diversos campos implicados en la geoinformación. Por ejemplo, competencias profesionales para lograr compartir habilidades interpersonales técnico-jurídicas, como la integridad, la iniciativa, la comunicación, el pensamiento crítico y analítico, y sí, también la geografía, que puede entenderse como la comprensión de la ciencia del espacio y el lugar (y en algunos casos del tiempo (9) ). En el fondo esta interoperabilidad realmente contribuye al necesario trabajo en equipo, a la resolución técnica y legal de problemas y a establecer fundamentos del negocio empresarial.

8) Es concisa. Valen más unos principios claros que una legislación profusa. Así, la especificación exacta y breve que establecen las leyes y normas facilita su actualización y la respuesta ágil a la rápida evolución tecnológica en la que la geoinformación se encuentra inmersa. Igualmente, facilita su fácil adaptación a contextos particulares, que son los que suelen ocupar cotidianamente a los profesionales del Derecho, al menos desde la experiencia profesional y jurídica.

9) Es selectiva. La buena técnica legislativa es la que incide en las principales prioridades y competencias, como ha hecho la Ley Geoespacial al trasponer a España la Directiva INSPIRE (Directiva 2007/2/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de marzo de 2007, por la que se establece una infraestructura de información espacial en la Comunidad Europea (Inspire), 2007), ampliando su ámbito de aplicación más allá de las competencias medioambientales.

La interoperabilidad jurídica no busca elaborar un cuerpo completo de experiencia geoespacial o de casos de éxito de uso de la geoinformación. Sin duda esto sería una ventaja de gran utilidad para muchos usuarios (10) , pero su interés reside en que permite seleccionar en la práctica y concordar los mejores datos y aplicaciones espaciales y establecer las prioridades necesarias para el diseño, planificación, exposición, análisis y solución jurídica y legal de las necesidades, procedimientos o litigios suscitados.

10) Es transversal. Al igual que el Derecho Geoespacial, la interoperabilidad jurídica compatibiliza transversalmente la recogida, difusión y utilización de la información geográfica detentada por autoridades públicas o en poder de personas físicas o jurídicas, para permitir localizar, transformar, visualizar y descargar datos espaciales. Además, favorece acceder con garantías legales a datos espaciales y servicios de comercio electrónico, para el cumplimiento o aplicación de políticas públicas que puedan incidir en el espacio geográfico (11) .

3.  Marco de la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales

La interoperabilidad de los datos y servicios geoespaciales incluye, a nuestro juicio, la dimensión jurídica, que se suma a las cuatro dimensiones reconocidas hasta la actualidad: técnica, semántica, organizativa y legal.

La interoperabilidad jurídica es un estadio más que se añade a los otros cuatro niveles y necesita que se cumplan todos ellos como condición previa y sine qua non. Para el progreso de la sociedad es esencial el conocimiento del espacio terrestre, marino y aéreo, y ello es posible gracias a la interoperabilidad los datos y servicios geoespaciales, que además generan valor añadido y estratégico en las actividades y sectores que precisan esa información.

En la Unión Europea, el European Interoperability Framework, Implementation Strategy (2017) (12)  reconoce que «la interoperabilidad es un elemento esencial para hacer posible una transformación digital». Entre las diez prioridades de la Comisión Europea se encuentra eliminar los obstáculos a un mercado único digital en Europa. Dicha prioridad, más tras la irrupción del coronavirus SARS-CoV-2, que causa la enfermedad llamada COVID-19, refuerza la necesidad de digitalizar las administraciones públicas de los Estados miembros «para ahorrar tiempo, reducir costes, aumentar la transparencia, mejorar la calidad de los datos y la prestación de servicios públicos».

La existencia de un gran potencial para mejorar aún más los servicios públicos a través de la integración y automatización de extremo a extremo, del mejor uso de las fuentes de información fiables y de la publicación abierta de los datos públicos, precisa velar al mismo tiempo para que la información de los ciudadanos y las empresas sea tratada de conformidad con las normas de protección de datos para aumentar la confianza. Asimismo, los servicios públicos nacionales deben estar vinculados y llegar más allá de las fronteras nacionales para interconectarse con servicios similares en la UE, contribuyendo así al mercado único digital, como también la crisis sanitaria del año 2020 ha puesto de manifiesto. Ya desde el año 2017 el Marco Europeo de Interoperabilidad se centró en la coordinación a todos los niveles: desde el legislativo, organizativo, empresarial, administrativo, de gobernanza de la información, sistemas tecnológicos, etc. Y todo ello para prevenir la denominada «fragmentación digital».

Una importante aportación del citado Marco Europeo de Interoperabilidad fue enfatizar la necesidad de transformación digital para el intercambio electrónico y de forma comprensible de información entre los órganos administrativos y con los ciudadanos y las empresas. Entre los aspectos principales se identificaron los organizativos (acuerdos formales sobre las condiciones aplicables a interacciones entre organizaciones), semánticos/de datos (garantizar el uso de interpretaciones de significado comunes de los datos intercambiados) y técnicos (configuración del entorno de sistemas de información). Pero el primer aspecto que se citó fue el relativo a las «cuestiones legales, por ejemplo, al garantizar que la legislación no imponga obstáculos injustificados a la reutilización de datos en diversos ámbitos políticos». En castellano se ha empleado el término «legal», la versión oficial inglesa se refiere a «legal issues» (13) . No es sólo una cuestión de simple terminología, sino de hondo calado significativo (14) , pues parece referirse a una «interoperabilidad legal» en el sentido de cumplimiento de la legislación aplicable concretamente a la reutilización (15) . Así lo confirma el uso del término anglosajón «legal» en el texto del vigente Marco Europeo de Interoperabilidad.

Este significado de «interoperabilidad legal» es el que confirma la finalidad del Marco Europeo de Interoperabilidad al establecer en el apartado 1.2 que su finalidad, entre otras, es «orientar a las administraciones públicas en la elaboración y actualización de los marcos nacionales de interoperabilidad (NIF) o políticas, estrategias y orientaciones nacionales para promover la interoperabilidad».

El documento oficial del Marco dedica un capítulo a describir un modelo de interoperabilidad aplicable a todos los servicios públicos digitales, el cual además puede considerarse como elemento integrante del paradigma de interoperabilidad mediante el diseño. Expresamente incluye los hasta ahora conocidos cuatro niveles de interoperabilidad: geoespaciales, precisamente menciona el caso de Directiva Inspire, como «un importante ejemplo de un marco de interoperabilidad específico de un sector que incluye interoperabilidad legal, estructuras de coordinación y disposiciones técnicas en materia de interoperabilidad».

Esta dimensión se atribuye directamente a la soberanía de los Estados miembros, al indicar en el capítulo 3 que «Los Estados miembros deben incluir las competencias de interoperabilidad en sus estrategias de interoperabilidad, reconociendo que esta es una cuestión multidimensional que requiere concienciación y competencias en materia legal, organizativa, semántica y técnica».

Entre los aspectos importantes, como el de la gobernanza de los servicios públicos integrados, el Marco Europeo de Interoperabilidad incide en que «garantizar la interoperabilidad entre instrumentos legales, procesos empresariales de las organizaciones, intercambios de información, servicios y componentes que sustentan la prestación de un servicio público europeo es una tarea permanente, ya que la interoperabilidad se ve perturbada regularmente por las modificaciones del contexto, por ejemplo de la legislación, las necesidades de las empresas o los ciudadanos, la estructura organizativa de las administraciones públicas, los procesos empresariales o la aparición de nuevas tecnologías».

Adicionalmente, en la recomendación 25 sobre los Acuerdos de interoperabilidad, se reconocen las implicaciones de los diversos niveles de la interoperabilidad: «A nivel técnico y semántico, y también en algunos casos a nivel organizativo, los acuerdos de interoperabilidad suelen incluir normas y especificaciones. A nivel jurídico, los acuerdos de interoperabilidad adquieren carácter específico y vinculante a través de la legislación comunitaria o nacional o los acuerdos bilaterales y multilaterales».

De nuevo, se observa cómo la interoperabilidad que llama «jurídica» se refiere más a lo «legislativo», a la legalidad de lo que se utiliza, que a la efectiva utilización por parte de los agentes técnicos y operadores jurídicos. Y así se denomina el apartado 3.2, que mientras en inglés se titula como «legal interoperability», en castellano pasa a ser «interoperabilidad jurídica». Por rigor y por atenernos al significado según lo expuesto, a nuestro juicio ese nivel al que se refiere el Marco Europeo de Interoperabilidad procede denominarla en castellano «interoperabilidad legal», y no propiamente «jurídica».

Este criterio queda avalado por el contexto y la finalidad que el Marco Europeo de Interoperabilidad expresamente reconoce. En cuanto al contexto y con referencia más a lo administrativo que a lo operativo, señala que «toda administración pública que contribuye a la prestación de un servicio público europeo trabaja dentro de su propio ordenamiento jurídico nacional». Con relación a la finalidad, incide en que «La interoperabilidad jurídica consiste en garantizar que las organizaciones que operan con arreglo a diferentes marcos jurídicos, políticas y estrategias pueden trabajar juntas. Ello podría exigir que la legislación no bloquee el establecimiento de servicios públicos europeos dentro de los Estados miembros y entre estos y que existan acuerdos claros sobre cómo abordar las diferencias en la legislación a través de fronteras, incluida la opción de adoptar nueva legislación». No deja duda sobre el carácter eminentemente legislativo y de ordenamiento legal aplicable.

En este sentido, es de interés observar cómo esta dimensión de la interoperabilidad en Europa se enfoca en el control de la regulación aplicable y no tanto al carácter vinculante y conforme a Derecho de los datos y servicios geoespaciales: «El primer paso para abordar la interoperabilidad jurídica es realizar «controles de interoperabilidad» mediante el examen de la legislación existente para detectar los obstáculos a la interoperabilidad: restricciones geográficas o sectoriales en el uso y almacenamiento de datos, modelos de permiso de datos imprecisos y diferentes, obligaciones demasiado restrictivas para usar tecnologías digitales específicas o modos de prestación de servicios públicos, requisitos contradictorios para procesos empresariales iguales o similares, seguridad y necesidades de protección de datos obsoletas, etc.». Y por si no hubiera quedado suficientemente explicitado, el Marco europeo resalta la legislación por encima de la aplicación: «Debe valorarse la coherencia de la legislación, con vistas a garantizar la interoperabilidad, antes de su aprobación y mediante la evaluación regular de sus efectos una vez aplicada».

Entre los antecedentes de este relevante documento, tiene un peso específico el hecho de que los servicios públicos europeos están claramente pensados para prestarse por canales digitales. Por ello, el documento oficial plantea en sentido más «legal» que estrictamente «jurídico» que «en particular, la legislación propuesta debe someterse a un «control digital»: para garantizar que no solo se adecua al mundo físico sino también al digital (por ejemplo, internet); para identificar los obstáculos al intercambio digital; y para determinar y evaluar el impacto de la TIC en las partes interesadas». Por ello, seguidamente integra los niveles de interoperabilidad al indicar que «esto facilitará también la interoperabilidad entre servicios públicos en los niveles inferiores (semántico y técnico) y aumentará el potencial de reutilización de las soluciones de TIC existentes, reduciendo así los costes y el plazo de implantación».

Finalmente, la Recomendación 27 prescribe «garantizar la evaluación de la legislación mediante «controles de interoperabilidad», para identificar los obstáculos a la interoperabilidad. A la hora de elaborar legislación para establecer un servicio público europeo, intentar que sea coherente con la legislación pertinente, realizar un «control digital» y tener en cuenta los requisitos de protección de datos».

El análisis del Marco Europeo de Interoperabilidad conduce a considerar que, en efecto, la interoperabilidad jurídica es un nivel adicional y superior a los otros cuatro niveles contemplados hasta ahora en la interoperabilidad europea, si bien precisa la efectividad previa de todos ellos como condición precedente y sine qua non.

Podeos definir la interoperabilidad jurídica de los datos y servicios geoespaciales (Díaz Díaz, 2012a, 2012c) como la dimensión de la interoperabilidad relativa a la relación e interacción entre los agentes jurídicos y operadores técnicos implicados en actuaciones, procesos y procedimientos jurídicos, administrativos, judiciales o extrajudiciales, que, con soporte en sistemas de información interpretable de forma automática y reutilizable por aplicaciones, comparten datos y servicios integrados, accesibles, fiables y sostenibles en el tiempo, e intercambian conocimientos para el objeto específico requerido por su actividad.

Desde esta visión y concepto de la interoperabilidad jurídica resulta de relevancia analizar algunos casos a partir de la experiencia profesional que, desde el año 2008, han permitido explorar y someter a prueba este principio de interoperabilidad jurídica, con resultados finalmente muy positivos.

4.  Interoperabilidad jurídica de la información

4.1.  Concepto y caracteres

La interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales, como se ha propuesto y analizado en esta obra, es la dimensión de la interoperabilidad relativa a la relación e interacción entre los agentes jurídicos y operadores técnicos implicados en actuaciones, procesos y procedimientos administrativos, judiciales o extrajudiciales que, con soporte en sistemas de información interpretable de forma automática y reutilizable por aplicaciones, comparten datos y servicios integrados, accesibles, fiables y sostenibles en el tiempo, interoperables técnica, semántica, organizativa y legalmente, e intercambian conocimiento para el objeto específico requerido por su actividad.

Si bien, la propia naturaleza de los datos geográficos, que en realidad constituyen un modelo abstraído de la realidad definido por una resolución geométrica y semántica, hace que aproximen la realidad de manera borrosa. A pesar de ello, dos conjuntos de datos pueden ser perfectamente interoperables entre sí si coinciden sus resoluciones geométricas y semánticas, cuando aproximan la realidad en el mismo grado. Luego la interoperabilidad depende de la escala y el ajuste de unos datos a la realidad es siempre aproximado y borroso (16) . Lo interesante es que el mapa es un modelo métrico, en el que esas diferencias con la realidad, llamadas técnicamente incertidumbres, se mantienen acotadas y por debajo de umbrales aceptables a la escala de trabajo.

En diversos proyectos tramitados desde 2008, se ha tenido la satisfacción de comprobar cómo la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales conforma un sistema armónico en el que las herramientas técnicas contribuyen a facilitar el trabajo jurídico que nos ocupa a juristas y abogados en los procedimientos administrativos y procesos judiciales en que también intervienen ingenieros, arquitectos y todo un conjunto de especialistas y expertos técnicos.

Es patente que los sistemas digitales interactúan y el modo en que los usuarios pueden beneficiarse al suprimirse las barreras de acceso o uso comúnmente establecidas cuando se trata de combinar geodatos desde varios recursos y fuentes representa una ventaja clara en calidad, seguridad jurídica, eficiencia y buen fin del trabajo jurídico. Es manifiesto que la interoperabilidad es un puente tendido entre la transformación de los datos espaciales y la armonización de los datos entre los sistemas técnicos y jurídicos que los contienen y emplean con múltiples finalidades.

La interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales tiene por objeto particular conjuntos de datos y servicios geoespaciales, pues es sabido que prácticamente toda clase de información posee un elemento relevante de localización en el espacio y en el tiempo, a excepción quizá de algunas categorías de intangibles o abstracciones sin vinculación directa con el mundo real.

Así, en España, el Consejo de Ministros de 13 de junio de 2014, a propuesta del Ministerio de Justicia y del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas aprobó el Proyecto de Ley de reforma de la Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del Texto Refundido de la Ley del catastro Inmobiliario, aprobado por real decreto legislativo 1/2004, de 5 de marzo, culminado en la citada Ley 13/2015, de 24 de junio.

4.2.  Supresión de las duplicidades administrativas. Coordinación territorial

Los casos reales experimentados confirman las líneas que propone ahora la Ley de reforma y, en especial, en los siguientes puntos.

El Registro de la Propiedad y el Catastro Inmobiliario son instituciones de naturaleza y competencias diferenciadas que, no obstante, recaen sobre un mismo ámbito: la realidad inmobiliaria.

La coordinación de la información existente en ambas instituciones resulta indispensable para una mejor identificación de los inmuebles y una más adecuada prestación de servicios a ciudadanos y administraciones.

Es posible suprimir las duplicidades administrativas y encontrar aspectos en los que mejorar la coordinación entre distintas instituciones públicas, en especial, el Catastro y el Registro de la Propiedad.

Un modo concreto (Ley 13/1996, 30 diciembre) ha sido incorporar la referencia catastral como elemento de identificación e intercambio de información y al incorporar la certificación catastral descriptiva y gráfica como requisito indispensable para la inmatriculación de fincas en el Registro. En tiempos modernos, facilitar que la cartografía catastral sirva para la identificación de las fincas en el Registro de la Propiedad.

El Preámbulo de la Ley 14/2010, de 5 julio, destaca lo siguiente: «Pero el desarrollo de las infraestructuras de información geográfica requiere ajustarse a protocolos y especificaciones normalizadas, de manera que las actuaciones llevadas a cabo por cualquier agente se integren en un ámbito más extenso, tanto temático como territorial, con pleno reconocimiento ante terceros interesados y con efectos jurídicos y técnicos de conformidad con la normativa aplicable. Por esta razón, es necesario establecer un marco común para el desarrollo de dichas infraestructuras de información geográfica. El establecimiento de ese marco común y la necesidad de coordinación entre todos los agentes públicos concernidos son circunstancias que conducen inexorablemente a desarrollos normativos con rango de ley».

En este sentido, es pertinente facilitar una conexión que posibilite un intercambio bidireccional de información que permita la necesaria coordinación entre ambos, como ya recogen las normas técnicas, concretamente la Resolución de 29 de octubre de 2015, de la Subsecretaría, por la que se publica la Resolución conjunta de la Dirección General de los Registros y del Notariado y de la Dirección General del Catastro, por la que se regulan los requisitos técnicos para el intercambio de información entre el Catastro y los Registros de la Propiedad.

Se aclara que existen supuestos en los que, por el carácter voluntario de la inscripción, por llevarse a cabo operaciones registrales o de alteración catastral sin que exista esa comunicación, o por otras causas, se producen situaciones de divergencia. Asimismo, cabe crear un procedimiento de coordinación que permita la resolución de discrepancias entre el Registro y el Catastro en la descripción de los bienes inmuebles.

En el ámbito de la Coordinación Catastro-Registro, es realizable dicha interoperabilidad jurídica con los elementos tecnológicos hoy disponibles, a través de un fluido intercambio seguro de datos entre ambas instituciones, especialmente para potenciar esa interoperabilidad entre Catastro-Registro. Para ello, convendrá dotar al procedimiento de un marco normativo adecuado y así de un mayor grado de acierto en la representación gráfica de los inmuebles, así como incrementar la seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario y simplificar la tramitación administrativa.

Entre los modos de favorecer la Coordinación entre el Catastro y el Registro, por parte del Registro será necesario determinar con la mayor exactitud posible la porción de terreno sobre la que proyecta sus efectos. Y por parte del Catastro, resulta esencial conocer y reflejar en cartografía todas aquellas modificaciones o alteraciones registrales que se produzcan sobre las realidades físicas de las fincas mediante cualquier hecho, negocio o acto jurídico.

Esta coordinación debe realizarse mediante procedimientos ágiles, pero, al mismo tiempo, dotados de las suficientes garantías jurídicas para los posibles afectados, a través de procedimientos que eviten cualquier situación de indefensión, especialmente derivada de errores o fallos técnicos, informáticos o de intercambio de información, por obsoleta o por desactualización en tiempo real.

El concepto de interoperabilidad jurídica de la información geoespacial se focaliza en el modo de interacción de los sistemas y en la manera en que los usuarios pueden beneficiarse al remover barreras de acceso o uso comúnmente establecidas cuando tratan de combinar geodatos desde varios recursos y fuentes. La interoperabilidad es un puente entre la transformación de los datos espaciales y la armonización de los datos entre los sistemas que los contienen.

La interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales tiene por objeto particular conjuntos de datos y servicios geoespaciales, pues es sabido que prácticamente toda clase de información posee un elemento relevante de localización en el espacio y en el tiempo, a excepción quizá de los intangibles o abstracciones.

La necesaria y jurídica interoperabilidad de los datos geoespaciales, basada en la previa compatibilidad y armonización de sistemas y aplicaciones, nos ayuda a conocer más y a decidir mejor sobre las implicaciones tecnológicas y legales que se nos plantean habitualmente en relación con el espacio terrestre, marítimo y aéreo objeto o motivo de nuestra actividad profesional, ciudadana o empresarial.

En el contexto internacional y transnacional, como en el caso de la Unión Europea, se busca que los servicios públicos sean más interoperables. En conjunto, es clara la necesidad de una interoperabilidad efectiva, también respecto de la información espacial. De hecho, es un elemento esencial de la Agenda Digital y una de las iniciativas emblemáticas de la Estrategia Europa 2020. La Comisión Europea ha establecido la Estrategia Europea de Interoperabilidad (EIS) y el Marco Europeo de Interoperabilidad (EIFv2) como las directrices que deberían orientar la política de TIC de los organismos públicos en toda la Unión, pero también la del sector privado.

Respecto de los ámbitos a que alcanza y a quiénes afecta, cabe señalar que el ámbito objetivo de la interoperabilidad jurídica, como se ha anticipado, comprende las políticas y las legislaciones europeas y nacionales, siendo instrumento para su ejecución, desarrollo y concreción. En atención a los temas de INSPIRE, definidos en sus tres anexos (Sharing & Commission, 2011) (17) , podríamos considerar que el ámbito de la interoperabilidad jurídica alcanza, entre otras, a las siguientes materias: 1) coordinación (de los datos y el intercambio de servicio), 2) acuerdos marco, 3) transparencia en los datos, 4) licencias, 5) mecanismos de cobro, acceso público, 6) usos de emergencia y 7) datos de terceros.

En consecuencia, el alcance subjetivo de su aplicación práctica vendrá condicionado por el arco de interesados e implicados a los que se refiera cada normativa, desde ciudadanos concretos hasta empresas y corporaciones, incluidas Administraciones públicas de todos los niveles, e incluso los propios Estados miembros.

Los responsables podrán tomar mejores decisiones cuando su información, y la geoespacial ocupa un puesto destacado, esté correctamente integrada en un contexto transfronterizo y transversal.

4.3.  Contenidos de la interoperabilidad jurídica

4.3.1.  Visión desde la experiencia práctica

La interoperabilidad abarca, de forma general, un contenido común a otras materias técnicas y legales. En el ámbito geoespacial la interoperabilidad semántica y técnica, al igual que la organizativa, la legal y la jurídica, cobran una especialidad particular debido a la propia geoinformación y su manejo en formato digital.

En síntesis, la interoperabilidad de los datos geoespaciales sigue los principios específicos delineados desde OGC, INSPIRE y, en el caso de España, la LISIGE.

Estas normas y estándares concretan la interoperabilidad legal, organizativa, semántica y técnica, a la par que hacen posible la jurídica, especialmente a través de las infraestructuras y los servicios oficiales. Tiene particular importancia la reutilización de la geoinformación en poder de las Administraciones Públicas, que en 2011 representó el 76% del total de la información pública reutilizable (18) .

La práctica profesional confirma que la interoperabilidad se basa en la utilización y reutilización de la documentación asociada e información reutilizable de las Administraciones Públicas, incluyendo según los casos la firma y los documentos electrónicos.

Es claro que el contenido de la interoperabilidad corresponde al de sus específicas dimensiones, partiendo de las normas técnicas y llegando hasta su aplicación organizativa y jurídica. Este contenido ha de garantizar un adecuado nivel de interoperabilidad y evitar discriminación entre los usuarios por razón de su elección tecnológica.

4.3.2.  Contenidos prácticos

El éxito y buen fin de estos acuerdos lleva a considerar algunos criterios y aspectos decisivos: 1) minimizar los obstáculos para el uso de información geoespacial; 2) optimizar la armonización de las licencias; 3) reducir esfuerzos para aplicar correctamente las licencias; 4) clarificar los procesos para tomar decisiones sobre el propio acuerdo y 5) prever el modo de intercambio de la geoinformación, incluso mediante plataformas o infraestructuras.

4.3.3.  Validación en caso de éxito

Los casos de éxito más relevantes confirman, como ya sucede en las IDE, las ventajas de la solución en red. Los proyectos son temporales y únicos, mientras que los servicios son continuos y repetitivos.

Por ello, es posible destacar algunas ventajas de interés para la interoperabilidad jurídica cuando la interoperabilidad técnica funciona correctamente: 1) reducción de tiempos de respuesta; 2) explotación de economías de escala; 3) facilidad para reflejar mejoras en el servicio en poco espacio de tiempo; 4) alto grado de reutilización; 5) prevención de la obsolescencia tecnológica; 6) servicios de seguimiento: calendario de plazos, alertas personalizadas por correo electrónico o SMS o similares, y 7) alto grado de especialización de los recursos (19) .

4.4.  Valor añadido

La interoperabilidad de los datos y servicios espaciales en sus dimensiones técnica, semántica, organizativa, legal y jurídica es esencial para el progreso de la sociedad al permitir el conocimiento del espacio terrestre, marino y aéreo, generando valor añadido y estratégico en las actividades y sectores que precisan esa información.

La interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales facilita conocer las implicaciones jurídicas y tecnológicas que surgen con relación al espacio en todos los niveles, en la sociedad en general, en el desarrollo comercial e industrial, y en las relaciones particulares, sociales y económicas de ciudadanos y empresas.

Un buen nivel de servicio y una sólida arquitectura tecnológica favorece que la información geoespacial disponible resulte efectiva y eficiente en la práctica, también en el ámbito jurídico, administrativo y judicial, y asegura el acceso, integridad, disponibilidad, autenticidad, confidencialidad, trazabilidad y conservación de los datos, informaciones y servicios utilizados por medios electrónicos y en red.

5.  Importancia de las infraestructuras de datos espaciales para la interoperabilidad jurídica

La interoperabilidad y, donde es posible, la armonización de los conjuntos de datos y servicios geoespaciales necesita un marco robusto basado en un modelo conceptual suficientemente desarrollado, como es el de INSPIRE y las IDE nacionales, con claros principios de reutilización, información compartida e intercambio de conocimiento, soluciones técnicas, componentes y herramientas jurídicas.

Una política de permisos de uso bien definida es importante para desarrollar acuerdos claros y sistemáticamente estructurados, así como para establecer procedimientos sencillos y operativos y revisarlos cuando resulte necesario.

La práctica precisa geolicencias armonizadas con términos concisa y claramente fijados, de acuerdos estándar, reducidos en número y homogéneos en términos, así como de rápidos procedimientos de autorización y concesión de permisos para promover la utilización de los datos geoespaciales o mejor aún, del uso de permisos de uso implícitos, en los que el mero uso del recurso implique la aceptación de las condiciones de uso por el usuario y la concesión de un permiso por el propietario de los derechos de autor del recurso.

6.  Casos de éxito

6.1.  Subsanación digital de discrepancias catastrales e inscripción registral

6.1.1.  El supuesto de hecho

El ejercicio profesional de la abogacía permite aplicar en la práctica esta intuición acerca del valor añadido de la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales. Baste como ejemplo un caso abordado en el año 2012, como paradigma elocuente acerca de este principio, aplicado antes de la regulación posterior del año 2015 (20) . Con las limitaciones propias del caso concreto, pero también con la luminosidad que ofrece la realidad, son de utilidad las conclusiones que dicho trabajo permitió alcanzar y que ahora, en sede de estudio intelectual de esta obra, se puede proponer para reforzar la consistencia real y operativa de los principios formulados.

De esta manera, el supuesto de hecho se refería a una Fundación que adquirió la totalidad de un inmueble situado en una zona rústica, dentro de cuyo perímetro existen inmuebles e instalaciones aledañas. La Fundación propietaria recibió cuatro partes indivisas en virtud de varios títulos jurídicos, una por herencia y las tres partes restantes mediante tres escrituras de donación. La descripción del inmueble coincidía con la realidad física y con los títulos de propiedad.

Aunque en las previas escrituras de herencia y de donaciones no se hizo constar la referencia catastral, la Fundación propietaria había ido efectuando las correspondientes alteraciones catastrales en cada transmisión. Sin embargo, no se había realizado una medición actualizada y, por tanto, no se había actualizado la superficie real correcta en el Catastro Inmobiliario.

Una vez presentados a inscribir los títulos de propiedad (herencia y tres donaciones), la calificación del Registro de la Propiedad correspondiente a la demarcación del inmueble practicó, previo examen y calificación de los títulos, la inscripción de la finca a favor de la Fundación adquirente. Sin embargo, el Registro consideró que la referencia catastral de esta finca no resultaba acreditada y, por tanto, la finca no quedó incorporada a la base gráfica del Registro, según se acreditó mediante dictamen registral.

El referido dictamen denegó la incorporación de la finca a la base gráfica registral: «La representación gráfica del suelo de la finca de referencia no es coincidente en cuanto a su situación, superficie y/o linderos con la que aparece descrita en la escritura presentada, por ello no ha sido incorporada al archivo de bases gráficas registrales del Registro de la Propiedad de (…). No se realiza la validación e incorporación por no coincidir la descripción registral de la finca con las bases catastrales y cartográficas de la misma».

Por tanto, la inscripción registral quedó practicada y confirmó la coincidencia entre la realidad física y la registral. Sin embargo, la persistente discordancia entre la representación registral y catastral determinó que no se pudiera incorporar ninguna de las fincas a la base gráfica registral. Según la información registral, coincidente con la realidad física, la finca tiene 1 ha (10.000 m2) de superficie. En cambio, la descripción gráfica catastral fijó erróneamente una superficie de 0,6 ha (6.000 m2).

La Fundación propietaria del inmueble con una superficie real y efectiva de una hectárea precisaba obtener el pleno reconocimiento registral de su titularidad, tanto de forma literaria como gráfica, para acreditar frente a terceros y con carácter erga omnes su propiedad, más en el esfuerzo por resolver las discordancias advertidas por el Registro de la Propiedad y que cuestionaban el alcance concreto de la titularidad de la Fundación.

6.1.2.  Innovaciones jurídicas

La alteración catastral se llevó a efecto mediante la comunicación presentada de forma telemática a través de la aplicación entonces existente y denominada Proyecto Ramón Llull (Navarro Carrión & Ramón Morte, 2013) ha supuesto algunas innovaciones técnicas y jurídicas, que destacamos a continuación.

A)  Informe topográfico con plano en soporte electrónico

Hasta este expediente, los informes topográficos manejados, si bien se basaban en herramientas digitales y diversas capas de geoinformación, no se concebían desde su origen para ser incorporados a otras herramientas jurídicas también digitales.

Así, uno de los requerimientos que condicionó este proyecto ha sido la generación de planos y cartografía en soporte digital con el fin netamente definido a priori y en el esfuerzo de no sobre escribir ninguna geoinformación, sino reutilizarla, para incorporarla a procedimientos y aplicaciones también digitales y telemáticas con una clara finalidad jurídica, catastral y finalmente registral. La interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales ha resultado transversal a todo el trabajo jurídico realizado, puesto que sin esas herramientas y recursos técnicos y topográficos difícilmente se hubiera podido concluir las operaciones jurídicas con tanto rigor, precisión y agilidad, además de con un considerable ahorro de costes.

B)  Plazos considerablemente breves

La tramitación de las actuaciones de esta alteración catastral tuvo una duración total de 113 días (3,8 meses), incluidas las incidencias técnicas y de instalación de aplicaciones.

En consecuencia, la breve duración de los trámites realizados resulta muy satisfactoria, tanto si se compara con los plazos ordinarios de cualquier procedimiento judicial, que se han visto reducidos en este caso en más de una tercera parte, como si se tiene en cuenta que una duración de menos de cuatro meses dentro de un plazo total de seis meses es muy favorable a los intereses de los propietarios intervinientes.

C)  Creciente efectividad de las alteraciones catastrales

La precisión técnica y jurídica de las subsanaciones realizadas ha mejorado sustancialmente la efectividad de las alteraciones catastrales. En particular, la utilización de herramientas, recursos y cartografía digitales de forma transversal en todas las fases del procedimiento ha posibilitado la alteración de la realidad catastral en la forma en que quedó recogida desde el levantamiento topográfico.

Todos los agentes jurídicos y operadores técnicos hemos empleado, gracias a la interoperabilidad operativa de la geoinformación, la misma base geográfica y, por tanto, no ha sido preciso llevar verificaciones posteriores, resultado claro de la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales. Dicho en otras palabras, en todas las fases se ha tomado como referencia y se ha encajado la misma pieza, sin que ninguno de los intervinientes haya tenido que rehacerla a su manera ni adaptarla modificando su localización, linderos o superficie. Es decir, nadie ha tenido que redibujar la figura de la finca, que quedó delimitada precisa y correctamente desde el inicial levantamiento topográfico.

6.2.  Aplicaciones prácticas de drones en casos legales

6.2.1.  Visión de conjunto

El análisis que se expone a continuación plantea el estudio sistemático de la situación de legalidad de los drones o aeronaves pilotadas por control remoto (RPAS, por sus siglas en inglés), y su posible aplicación legal como ayuda en la tramitación y resolución de diversos casos jurídicos en el ámbito civil, administrativo, penal e, incluso, fiscal, entre otros. Asimismo, las propuestas han sido validas en un caso real de tipología catastral y registral, cuya exposición y resolución se incluye como ejemplo de toda la metodología seguida y de las innovaciones jurídicas y geoespaciales alcanzadas.

Se expone el enfoque y la legalidad de los drones y sus operaciones, tanto en el vuelo como su valor jurídico, las limitaciones operativas, etc. Al mismo tiempo que se anuncian posibles aplicaciones legales prácticas, todo ello con suficiente andamiaje normativo español y europeo. Por último, se ejemplifica todo lo propuesto mediante un interesante y práctico caso real de coordinación topográfica, catastral y registral. En él se incluye no sólo los antecedentes de hecho, sino también las referencias legales y las técnicas concretas (RPAS) para su resolución.

6.2.2.  Enfoque

La utilización de drones o aeronaves pilotadas por control remoto en expedientes legales es, a nuestro entender, una necesidad actual y creciente por razones de calidad y precisión de la información y de los datos obtenidos en vuelo.

Las áreas legales que requieren la utilización de drones pueden ser muy variadas. Comprenden desde reclamaciones civiles por daños y perjuicios causados a personas y bienes, causas penales donde la representación de lo acontecido sea determinante para atribuir responsabilidades criminales, gestión de situaciones de emergencia, hasta procedimientos administrativos de deslindes, de coordinación catastral y registral de inmuebles.

Desde la experiencia profesional, el ejercicio de la Abogacía en el Siglo XXI requiere más que sólo estar pendiente de los cambios regulatorios que posibilitan la utilización de RPAS y en qué medida («The Future of Drone Use: Opportunities and Threats from Ethical and Legal Perspectives.», 2017). Es preciso también innovar la metodología jurídica de los procedimientos y procesos legales para la adecuada solución y optimización jurídica y económica de expedientes administrativos y judiciales. Para ello, las aeronaves no tripuladas nos son de significativa ayuda (Álvarez Olalla et al., 2019) (21) .

El marco del objeto de esta obra se centra en las aplicaciones jurídicas prácticas, previo el análisis sucinto de la legalidad vigente en el momento del caso y actualmente, en espera de la promulgación de nuevas normas en España y en Europa, para finalizar con la exposición de un caso real de coordinación catastral y registral, del que, a modo de ejemplo, extraer conclusiones de valor añadido en el ámbito jurídico y también técnico.

De hecho, en el caso expuesto queda de manifiesto la necesidad de la labor de los Abogados para coordinar todo el trabajo de los técnicos y su presentación ante la Administración Pública de que se trate según el caso (en el señalado, el Catastro y Registro de la Propiedad), y a ello, incluso de modo concreto, nos referiremos a lo largo del planteamiento, exposición y resolución de la cuestión práctica real.

6.2.3.  Legalidad de los drones y sus operaciones

A)  «Volar legalmente». Obligaciones generales

Actualmente la regulación vigente sobre aeronaves no tripuladas en España se encuentra contenida en el relevante Real Decreto 1036/2017, de 15 de diciembre, por el que se regula la utilización civil de las aeronaves pilotadas por control remoto (Real Decreto 1036/2017, de 15 de diciembre, por el que se regula la utilización civil de las aeronaves pilotadas por control remoto, y se modifican el Real Decreto 552/2014, de 27 de junio, por el que se desarrolla el Reglamento del aire y disposiciones o, 2017). Su última versión fue la de 27 de octubre de 2016 (22) .

La propuesta de regulación para «volar legalmente» contiene la ordenación de la utilización civil de las aeronaves pilotadas por control remoto. Por ello, se modifica el Reglamento del aire y disposiciones operativas comunes para servicios y procedimientos de navegación aérea (Real Decreto 552/2014, de 27 de junio), así como el Reglamento de Circulación Aérea (Real Decreto 57/2002, de 18 de enero).

El artículo 26 del nuevo Real Decreto contempla las obligaciones generales que ha de cumplir el operador de sistemas de RPAS. De entre ellas, para clarificar el escenario actual, cabe destacar seguidamente algunas de particular aplicación en asuntos legales, incluidos procedimientos administrativos y procesos judiciales.

Actualmente la normativa europea vigente (23)  se encuentra compendiada principalmente en dos Reglamentos europeos. De una parte, el Reglamento Delegado (UE) 2019/945 de la Comisión, de 12 de marzo de 2019, sobre los sistemas de aeronaves no tripuladas y los operadores de terceros países de sistemas de aeronaves no tripuladas (Comisión Europea, 2019b) (24) . Y de otra, el Reglamento de Ejecución (UE) 2019/947 de la Comisión, de 24 de mayo de 2019, relativo a las normas y los procedimientos aplicables a la utilización de aeronaves no tripuladas (Comisión Europea, 2019a) (25) .

B)  Documentación de caracterización de aeronaves

En primer lugar, se exige disponer de la documentación relativa a la caracterización de las aeronaves que se vayan a utilizar, incluyendo la definición de su configuración, características y prestaciones, así como los procedimientos para su pilotaje (26) .

Esta información será útil jurídicamente para conocer si la aeronave está en condiciones operativas y reúne las propiedades necesarias, según cada caso, para los diversos trabajos a desarrollar.

C)  Estudio aeronáutico de seguridad

En segundo término, el estudio aeronáutico de seguridad de la operación de vuelo, que constate que pueden realizarse con seguridad, así como, en su caso, la idoneidad de la zona de seguridad para la realización de vuelos experimentales (27)  permitirá concretar de manera genérica o específica, para un área geográfica o tipo de operación determinado, las características básicas de la aeronave o aeronaves a utilizar y sus equipos y sistemas.

Estos aspectos serán relevantes a la hora de acreditar jurídicamente la calidad, rigor, precisión y otras especificaciones de los trabajos y, en su caso, de la geoinformación recabada.

En el supuesto de utilización de información geoespacial obtenida mediante RPAS como prueba conforme a Derecho y en juicio, tanto del equipo como de la información generada, el estudio aeronáutico será determinante de su admisibilidad probatoria en sede administrativa y judicial.

D)  Medidas preventivas

En un tercer ámbito de obligaciones se incluyen dos principales, sin perjuicio de la concreción práctica que requerirá el cumplimiento de los requisitos de la normativa europea.

De una parte, la necesidad de contar con una póliza de seguro u otra garantía financiera que cubra la responsabilidad civil frente a terceros por los daños que puedan ocasionarse durante y por causa de la ejecución de las operaciones aéreas (28) . De otra, la adopción obligatoria de las medidas adecuadas para proteger a la aeronave de actos de interferencia ilícita durante las operaciones (29) .

Estas medidas de carácter preventivo son obligaciones de necesario cumplimiento y su infracción podría tener diversas consecuencias en el ámbito jurídico. Particularmente en caso de incumplimiento, no sólo darían lugar a las consiguientes responsabilidades civiles, administrativas, etc., sino que también podrían invalidar los trabajos resultantes, en especial a la hora de su empleo en actuaciones legales, particularmente como medio de prueba en sede administrativa o judicial.

E)  Protección de datos personales y derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen

En un cuarto orden de obligaciones, se requiere al operador la adopción de las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento en la práctica de la regulación en materia de protección de datos personales, contenida en Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos, RGPD) (30) , en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (LOPDyGDD) y en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, sus normas de desarrollo y normativa concordante (31) .

Este conjunto de normas, de fácil cita, pero de complejo cumplimiento en la práctica y más en el ámbito de productos y servicios geoespaciales o en el caso de los RPAS, precisa de un asesoramiento jurídico específico. La diversidad de situaciones y escenarios en que se emplean los drones obliga a analizar los condicionantes jurídicos para garantizar operaciones de vuelo seguras, también desde la perspectiva jurídica. Por ejemplo, no es lo mismo volar sobre zonas rústicas para trabajos topográficos a baja cota que volar, también a escasa altura, sobre viviendas residenciales, aglomeraciones de personas o colegios u hospitales en zona urbana.

Es fundamental aclarar que este nuevo Reglamento europeo desplazará las regulaciones nacionales en vigor que se opongan a su contenido y es de plena aplicación desde el 25 de mayo de 2018, con un enfoque basado en la evaluación del riesgo. Como afirma su Considerando 76, «La probabilidad y la gravedad del riesgo para los derechos y libertades del interesado debe determinarse con referencia a la naturaleza, el alcance, el contexto y los fines del tratamiento de datos. El riesgo debe ponderarse sobre la base de una evaluación objetiva mediante la cual se determine si las operaciones de tratamiento de datos suponen un riesgo o si el riesgo es alto». Y el artículo 32.1 RGPD concreta que «Teniendo en cuenta el estado de la técnica, los costes de aplicación, y la naturaleza, el alcance, el contexto y los fines del tratamiento, así como riesgos de probabilidad y gravedad variables para los derechos y libertades de las personas físicas, el responsable y el encargado del tratamiento aplicarán medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo».

En España, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, alineada con el RGPD recoge el nuevo enfoque basado en el riesgo. Su artículo 28 regula las obligaciones generales del responsable y encargado del tratamiento, es decir, de los operadores de RPAS y de quienes, por cuenta de ellos, procesen información de carácter personal.

El precepto determina la importancia de valorar los riesgos para la privacidad y de adoptar las consiguientes medidas con esta redacción: «Los responsables y encargados, teniendo en cuenta los elementos enumerados en los artículos 24 y 25 del Reglamento (UE) 2016/679, determinarán las medidas técnicas y organizativas apropiadas que deben aplicar a fin de garantizar y acreditar que el tratamiento es conforme con el citado reglamento, con la presente ley orgánica, sus normas de desarrollo y la legislación sectorial aplicable. En particular valorarán si procede la realización de la evaluación de impacto en la protección de datos y la consulta previa a que se refiere la Sección 3 del Capítulo IV del citado reglamento».

La nueva norma española concreta las reglas del RGPD y exigirá que «para la adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior los responsables y encargados del tratamiento tendrán en cuenta, en particular, los mayores riesgos que podrían producirse». Entre tales riesgos especifica el siguiente, que consideramos directamente aplicable a numerosos trabajos realizados con RPAS y relevante para operadores de drones: «f) Cuando se produzca un tratamiento masivo que implique a un gran número de afectados o conlleve la recogida de una gran cantidad de datos personales» (32) .

F)  Investigación y prevención de accidentes e incidentes

Relacionado en parte con el mencionado análisis de riesgos en el procesamiento de datos personales, también se impone al operador de RPAS la obligación de notificar a la Comisión de Investigación de Accidentes e Incidentes de Aviación Civil y al Sistema de Notificación de Sucesos de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, según corresponda, los accidentes e incidentes graves definidos en el Reglamento (UE) n.o 996/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010, sobre investigación y prevención de accidentes e incidentes en la aviación civil (33) .

Al objeto de este estudio interesa sobre todo el correcto desarrollo de las operaciones de vuelo de los RPAS, siendo también una cuestión de relevancia jurídica las consecuencias derivadas de siniestros como consecuencia de accidentes e incidentes de Aviación Civil (por ejemplo, responsabilidades jurídicas por daños y perjuicios, coberturas aseguradoras, ejercicio de acciones legales de indemnización, etc.).

6.2.4.  Valor jurídico de la información generada con drones

En el sector jurídico es muy claro que se necesita «volar legalmente» porque la aplicación y el destino de la información es vinculante, normalmente para la tramitación de procedimientos ante la Administración Pública (Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas., 2015) (34)  y para el ejercicio de acciones legales ante los Tribunales (35) .

La preparación, desarrollo y conclusión de las operaciones de vuelo de los RPAS ha de cumplir con las diversas normas legales y técnicas vigentes, de manera que se asegure que el trabajo realizado, así como los productos o servicios resultantes, satisfagan las garantías y requisitos legales establecidos previamente.

Para ello puede ser necesario contar con el adecuado asesoramiento técnico y jurídico, debidamente especializado en la materia, a fin de evitar soluciones generalistas que posteriormente puedan ser fuente de riesgos difícilmente asumibles. Se puede citar como ejemplos realizar vuelos incumpliendo la regulación de protección de datos o sin valorar adecuadamente las consecuencias jurídicas, incluso negativas, en situaciones concretas, como en el supuesto de que vaya a presentarse en juicio un medio de prueba aeronáutico que luego resulte inadmisible por no cumplir el operador con las especificaciones requeridas.

Por las razones señaladas, el elevado valor jurídico de la información generada con drones lleva a considerar que resulta crucial que el nuevo régimen jurídico atienda al actual desarrollo de la técnica, a la par que responda a la necesidad de garantizar que las operaciones de RPAS se realicen con adecuados niveles de seguridad para la propia operación y para terceros, así como con cumplimiento de las normas legales y de los estándares de seguridad operacional para el resto de los usuarios del espacio aéreo. Adicionalmente convendrá que los operadores y restantes elementos del sistema de vuelo aseguren la adopción concreta y práctica de dichas medidas técnicas, organizativas y jurídicas.

6.2.5.  Limitaciones de vuelo: privacidad

Las cuestiones legales que suscita la operación de RPAS son variadas y de diferente importancia, tanto antes como durante y después del vuelo. Sin embargo, al igual que técnicamente se presta especial atención a la seguridad operacional, jurídicamente ha de destacarse la necesidad de respetar el derecho fundamental a la protección de datos, en relación con el derecho a la propiedad privada, como una de las esferas que merece una particular salvaguarda en las operaciones de vuelo.

Adicionalmente, según los casos y propósitos de uso, habrá de tenerse en cuenta la calidad, precisión y rigor de la clase de vuelo, por ejemplo, para levantamientos cartográficos que pretendan la coordinación catastral y registral de terrenos o inmuebles.

En esta materia, la aprobación del Reglamento General de Protección de Datos, en vigor desde el 25 de mayo de 2016 y en plena aplicación desde el 25 de mayo de 2018, plantea relevantes cuestiones en la legalidad de las operaciones de vuelo de los RPAS. Jurídicamente, habrá que analizar el impacto que dicha actividad comporta en la privacidad, así como el cumplimiento de sus obligaciones por parte de los operadores y de los terceros con quienes se relacionen. La razón principal no es sólo evitar el peligro de severas sanciones económicas (de hasta 20 millones de euros o el 4% del volumen de negocios total anual del responsable), sino garantizar que las operaciones de vuelo puedan reforzar la seguridad jurídica de la geoinformación que se genera con los RPAS.

Como señala el Considerando 6 del RGPD, con una perspectiva panorámica y muy elocuente, que merece citarse literalmente, «La rápida evolución tecnológica y la globalización han planteado nuevos retos para la protección de los datos personales. La magnitud de la recogida y del intercambio de datos personales ha aumentado de manera significativa. La tecnología permite que tanto las empresas privadas como las autoridades públicas utilicen datos personales en una escala sin precedentes a la hora de realizar sus actividades. Las personas físicas difunden un volumen cada vez mayor de información personal a escala mundial. La tecnología ha transformado tanto la economía como la vida social, y ha de facilitar aún más la libre circulación de datos personales dentro de la Unión y la transferencia a terceros países y organizaciones internacionales, garantizando al mismo tiempo un elevado nivel de protección de los datos personales».

En este contexto convendrá que los operadores de RPAS apliquen los criterios contenidos en la Opinion 01/2015 on Privacy and Data Protection Issues relating to the Utilisation of Drones (Article 29 Data Protection Working Party, 2015) (36) , dado que ofrece recomendaciones prácticas de directa incidencia en el uso legal de drones. Para un análisis jurídico más detallado, puede tenerse en cuenta el estudio «Uso legal de drones: Una aproximación jurídica a las aeronaves no tripuladas», citado por el Centro de documentación y publicaciones de AENA (Díaz Díaz, 2015) (37) .

En relación con los trabajos prácticos realizados, se ha tenido en cuenta que el RGPD establece un marco legal nuevo, aplicable también a los RPAS, marco que, según el tipo de operaciones de vuelo, obliga a adoptar medidas jurídicas y técnicas basadas en el enfoque de los riesgos y de la responsabilidad proactiva.

Entre dichas medidas, a título meramente enunciativo, cabe citar la protección de datos desde el diseño y por defecto, la adopción de medidas de seguridad operacional, el mantenimiento de un registro de tratamientos, la realización de evaluaciones de impacto sobre la protección de datos, el nombramiento en su caso de un delegado de protección de datos (DPD) (Díaz Díaz, 2016) o la notificación de violaciones de la seguridad de los datos (Díaz Díaz, 2017b).

Como cuestión de particular interés, una de las bases fundamentales, aunque no la única, para procesar datos personales es el consentimiento (artículo 6.1.a) y 7 RGPD). El Reglamento requiere que el consentimiento, con carácter general, sea libre, específico, informado e inequívoco (art. 4.11 RGPD). Para poder considerar que el consentimiento es «inequívoco», el Reglamento requiere que haya una declaración de los interesados o una acción positiva que indique el acuerdo del interesado. El consentimiento no puede deducirse del silencio o de la inacción de los ciudadanos.

Por tanto, en las operaciones de RPAS habrá de considerarse detenidamente cómo aplicar estas nuevas normas europeas y asegurar la legítima obtención de los correspondientes consentimientos o habilitaciones legales en cada caso, tanto para operaciones de vuelo como para el posterior procesamiento de la información personal de los afectados o interesados.

En este sentido, es recomendable que tanto los operadores como las empresas implicadas en operaciones de vuelo que afecten o puedan afectar a datos personales revisen la forma jurídica en la que obtienen y registran el consentimiento. Conviene saber que el RGPD define en un sentido amplio el concepto de «datos personales», como «toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»)». Y para que no haya duda, como hemos estudiado antes, el RGPD aclara que se considerará persona física identificable «toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona».

Por consiguiente, prácticas que se encuadraban hasta ahora en el llamado consentimiento tácito, y que eran admitidas bajo la normativa de la regulación española de protección de datos, no son válidas desde la entrada en vigor del Reglamento (vigente desde el 25 de mayo de 2016).

Además, el Reglamento prevé que el consentimiento haya de ser «explícito» en ciertos casos, como por ejemplo para autorizar el tratamiento de categorías especiales de datos (38)  y que puedan ser capturados o afectados de alguna manera por y con las operaciones de vuelo.

Se trata de un requisito más estricto, ya que el consentimiento no podrá entenderse como concedido tácita ni implícitamente sino siempre mediante algún tipo de acción positiva. En consecuencia, será preciso que la declaración u acción se refieran explícitamente al consentimiento y al tratamiento en cuestión, lo cual precisará revisar jurídicamente el modo en que se informa y se recaba el consentimiento de los afectados por los operadores y demás intervinientes en las operaciones de vuelo.

Asimismo, el consentimiento para procesar datos personales —y es necesario insistir en que las imágenes fotográficas de personas capturadas desde el dron son dato personal— tiene que ser verificable. Quienes recopilen datos personales deben ser capaces de demostrar que el afectado les otorgó su consentimiento, sean o no operadores de RPAS, siempre que participen en las actividades de tratamiento de datos personales. Por ello, es importante revisar por expertos jurídicos los sistemas de registro del consentimiento y habilitaciones para que sea posible verificarlo ante una auditoría u otros requerimientos legales, administrativos o judiciales.

En la práctica profesional de las operaciones de vuelo, y ante los riesgos que sobre la privacidad y la protección de datos puede comportar la utilización de RPAS, es necesario estudiar su impacto de forma concreta y a través de los especialistas jurídicos en la materia (Agencia Española de Protección de Datos (AEPD), 2019) (39) . También es oportuno analizar las consecuencias legales del uso prolongado de las diferentes aplicaciones civiles de drones. En concreto, según el RGPD es pertinente valorar en cada caso las peculiaridades y las criticidades relacionadas con el cumplimiento de los requisitos específicos existentes en el marco jurídico de la protección de datos personales, como por ejemplo las finalidades específicas de uso o los plazos de conservación de la información personal.

Ese previo análisis del impacto en la privacidad de las operaciones de vuelo y la información capturada habría de concluir con recomendaciones prácticas sobre la forma de evitar, mitigar o trasladar adecuadamente los riesgos que puedan surgir en relación con los RPAS y los efectos de su uso, especialmente con el fin de hacer que el procesamiento de los datos personales resulte lícito y compatible con el actual marco jurídico de protección de datos.

Desde la experiencia práctica, también habría que tener en cuenta el cumplimiento de los estándares técnicos que aseguren la obtención fiable de la información, de manera que calidad y confiabilidad sean notas relevantes de los trabajos civiles realizados mediante drones.

6.2.6.  Aplicaciones legales prácticas

La aplicación práctica del Derecho, que alcanza cada vez más a los proyectos tecnológicos, puede precisar la utilización de RPAS para preparar y documentar de mejor modo expedientes extrajudiciales, los cuales son tan diversos como las materias en las que las Administraciones Públicas son competentes, así como también asuntos judiciales de muy diversa índole.

Pero los drones son no sólo un medio al servicio del Derecho, sino que igualmente el Derecho está al servicio de las operaciones de vuelo para dotarlas de seguridad jurídica. Muchas áreas actualmente en desarrollo, desde el Big Data, el Blockchain, el Internet of Things, la agricultura inteligente, las obras civiles, la geoinformación catastral y la ordenación urbanística, hasta las actuaciones de fuerzas y cuerpos de seguridad, situaciones de catástrofe o emergencias, donde los RPAS pueden cumplir en todas ellas un papel muy relevante, requieren de la necesaria asistencia y orientación jurídica.

Los Abogados desempeñan una doble función en los proyectos tecnológicos, también en aquellos en los que intervienen RPAS: una primera función preventiva y de asesoramiento, para evitar que el uso de la tecnología genere daños y perjuicios a los operadores y empresas que los emplean, así como para salvaguardar su valor añadido en condiciones de seguridad jurídica; y una segunda función litigiosa, para defender con garantías sus derechos e intereses legítimos cuando las empresas u operadores se vean perjudicados por el uso fraudulento o abusivo que otros hagan de sus aplicaciones y servicios.

Las autoridades de la Unión Europea reconocen los beneficios sociales y económicos del uso civil de drones y su potencial de crecimiento, por lo que cada vez se admite más la posibilidad de su empleo con fines multipropósito en todos los niveles económicos, industriales y productivos. Sin embargo, como la ocurrencia de siniestros por los riesgos que rodean las operaciones de drones es alta, la regulación y las medidas legales aprobadas o en proyecto pretenden que los operadores y las empresas hagan un uso responsable y legal de los medios aéreos no tripulados.

En la experiencia profesional de la Abogacía, los Abogados que asesoran a operadores y también necesitan RPAS para diversas finalidades, comprueban que los drones tienen un gran potencial en áreas muy plurales, ya que pueden desplazarse rápidamente sobre un terreno irregular o accidentado y superar cualquier tipo de obstáculo ofreciendo imágenes a vista de pájaro y otro tipo de información recogida mediante diferentes sensores.

Como explican algunos especialistas (Cuerno-Rejado, 2015) (40) , un sistema de RPAS con múltiples dispositivos incluso es más robusto aún, debido a la redundancia que esto ofrece. Permite la cooperación en paralelo entre los dispositivos de los drones, ayudándose unos a otros para, por ejemplo, cubrir grandes áreas en exteriores o crear redes de sensores móviles. Estos enjambres de vehículos aéreos no tripulados pueden desplegarse para realizar tareas de búsqueda ante cualquier tipo de desastre natural, como terremotos o ataques terroristas, ayudando a localizar a personas que puedan necesitar ayuda.

A modo de ejemplo y no exhaustivamente, cabría citar algunas de las aplicaciones jurídicas donde los RPAS pueden ser muy útiles: búsqueda por orden judicial de personas desaparecidas, al reducir considerablemente el tiempo de localización en lugares abiertos o de difícil acceso como zonas montañosas o nevadas, especialmente por su reducido tamaño, por su menor coste y mayor capacidad de despliegue, con menor riesgo de vidas humanas y menor consumo de combustible, etc.; fotografía, vídeo y cartografía aérea, para captar imágenes desde el aire de forma sencilla y rápida (recuento de árboles en una finca afecta a subvenciones o incendiada, realización de fotografías y vídeos de inmuebles, infraestructuras longitudinales, análisis topográfico de áreas de concentración parcelaria y deslinde de parcelas, etc.); prevención y control de incendios, mediante la supervisión constante, en horas de alto riesgo, de un área boscosa, en busca de puntos activos o conatos de incendio, sin riesgo de vidas humanas y reduciendo los costes comparado con los recursos humanos necesarios para desarrollar la misma tarea, etc.

Los beneficios del uso se drones se concretan también en numerosas áreas legales. Por ejemplo: medio ambiente (parametrización del índice de contaminación lumínica para elaborar mapas de polución lumínica y monitorizar la eficiencia de medidas ecoenergéticas; control y seguimiento de accidentes industriales con vertidos tóxicos en medios acuáticos y terrestres); agricultura (control y monitorización del estado de los cultivos mediante imágenes multiespectrales, control de la eficiencia de regadíos, conteo y supervisión de producción agrícola subvencionada); geología (control y monitorización de explotaciones mineras y su impacto ambiental: movimientos de tierras, producción de áridos, residuos metálicos, balsas de decantación, etc.); construcción e inspecciones (inspección de obras desde el aire; estimación de impacto visual de grandes obras); control y análisis de multitudes (manifestaciones, conciertos, etc.), investigación de una escena de un crimen desde el aire (accidentes de tráfico, persecución del terrorismo o del tráfico de droga, etc.); exploración de lugares de difícil acceso, como cuevas, precipicios, etc.; movilidad y tráfico (grabación y monitorización de la situación del tráfico).

Entre las ventajas operativas, muchos proveedores destacan la reducción general de precio, en especial frente a alternativas pilotadas, la mejora de las prestaciones (mayor estabilidad que permite mejores fotografías, mayor dinamismo y posibilidad de vuelo a bajas velocidades y cerca del suelo o de obstáculos), simplificación del proceso, automatización del proceso cuando es necesario fotografiar un área más grande, obtención de mapas 3D de un terreno, reducción del tiempo de trabajo, reducción de los efectivos humanos necesarios, mayor calidad y precisión de la información obtenida frente a los resultados convencionales en papel o soportes no digitales, etc.

En síntesis, el uso potencial de los drones posee una indudable aplicación multipropósito y en el sector jurídico es igualmente creciente. Serían muchos los ejemplos que se podrían poner, pero por destacar alguno de alto impacto jurídico, económico y social, nos centramos en los expedientes de coordinación catastral y registral que pueden afectar a millones de inmuebles y a sus propietarios, sean particulares o empresas, en todo el territorio nacional.

De ahí que a los requerimientos técnicos de los RPAS sea necesario añadir los regulatorios y los propiamente jurídicos, entre los que sobresale la validez legal de la geoinformación capturada y el significativo valor probatorio de los medios, información, datos y metadatos generados gracias a las operaciones de vuelo.

Por ello, seguidamente se expone un caso real de coordinación catastral y registral de fincas rústicas dedicadas a olivar en el cual, gracias a la tecnología disponible a bordo de los RPAS, se ha logrado una precisa representación de la realidad física, la resolución de discrepancias sobre linderos entre propietarios colindantes y la correcta tramitación legal de los expedientes catastrales, administrativos y registrales sobre las superficies afectadas.

6.2.7.  Un caso real de necesaria coordinación catastral y registral

A)  Los hechos del caso

El problema de la empresa propietaria de unos terrenos surge por la discrepancia entre la superficie y linderos comprados y los que figuran en el Catastro inmobiliario y en el Registro de la Propiedad. La superficie real de la propiedad no correspondía, en más del doble, con la catastral georreferenciada y los linderos físicos reales discrepaban de la descripción registral literaria y no actualizada.

Esta situación, desafortunadamente habitual en numerosas propiedades en España, planteaba un mayor conflicto jurídico, al menos en dos aspectos adicionales: por un lado, imposibilitaba la correcta liquidación de los tributos locales sobre la propiedad y, por otro, provocaba la denegación de las ayudas de la Política Agraria Común de la Unión Europea por falta de correlación entre la realidad física de la propiedad y la representación gráfica y descriptiva en las diversas instancias (Catastro, Registro de la Propiedad, Administración Local y de Agricultura), además del riesgo potencial de sanciones y requerimientos por incumplimiento de requisitos en las declaraciones oficiales de la superficie de la propiedad.

B)  Objetivo. Cuestión a resolver

Este caso planteaba un objetivo claro: coordinar las superficies topográfica, catastral y registral de los terrenos de la propiedad.

Sin embargo, las circunstancias particulares condicionaban enormemente el enfoque y la ejecución de la solución, pues los trámites previamente realizados no habían contribuido a ese fin, la colaboración inicial de los propietarios colindantes resultaba difícil, cuando no inviable, y los errores en las mediciones efectuadas distorsionaban la correcta comprensión del problema y la concreción de su efectivo alcance.

En este complejo contexto, la cuestión a resolver presentaba dos dimensiones: a) una dimensión técnica, que precisaba disponer de información espacial de los terrenos, de suficiente calidad y precisión, al menos superior a la generada por las Administraciones competentes para ofrecer una respuesta consistente; y b) una dimensión jurídica, donde resultaba indispensable clarificar los diversos procedimientos administrativos en trámite, para lo cual precisamente era fundamental aclarar y conocer las superficies y circunstancias físicas y jurídicas discrepantes.

C)  Estrategia del abogado y técnicos intervinientes

a) Enfoques del trabajo

Una primera línea de solución era proseguir los trámites jurídicos con la información y documentación disponible hasta entonces, concretamente 1) la escritura de propiedad de los terrenos con una insuficiente descripción literaria; 2) la información gráfica y descriptiva catastral, pero incorrecta; y 3) la certificación registral de los diversos bienes inmuebles, aunque no coordinada con Catastro. La fuente de estos antecedentes era principalmente administrativa, pero sin una previa comprobación practicada sobre la realidad física, obsoleta, imprecisa y nula o escasamente interoperable tecnológicamente.

A la vista de esta situación, una vez analizados los aspectos técnicos y jurídicos del problema, resultaba clara la necesidad de obtener una representación física correcta y actualizada, con alta precisión, de los terrenos e inmuebles afectados, dada la diversa escala de los errores detectados, unos de muy amplia superficie y otros muy singulares.

A partir de aquí, se entendía que era posible fijar con certeza la realidad topográfica objeto de las posteriores actuaciones jurídicas. Aunque presentaba el inconveniente, altamente crítico, de obviar los diversos trámites en curso y generar contradicciones, se buscaba la ventaja añadida de disponer de una información verdadera, fiable, rigurosa y, sobre todo, interoperable técnica y jurídicamente que pudiera ser entendida y fácilmente procesada por cualquier agente técnico y operador jurídico.

En previa información al cliente de las mayores ventajas de esta segunda vía, quedó aprobada y con autorización para obtener y disponer de la geoinformación necesaria de los terrenos de la propiedad y, desde este punto inicial, diseñar y tramitar posteriormente los correspondientes procedimientos administrativos y procesos judiciales.

b) Eficiencia jurídica, reducción de tiempos y costes, optimización de la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales

La decisión de generar datos geoespaciales por medios propios y de disponer de las bases gráficas necesarias, como «representación gráfica georreferenciada alternativa» (Gómez Perals & Femenia-Ribera, 2018; Trujillo Cabrera, 2018), comportaba estudiar la manera jurídicamente más eficiente y, en lo posible, con la máxima reducción de costes para alcanzar el resultado requerido.

A la hora de adoptar esa decisión, previamente era indispensable discriminar los medios y recursos técnicos a emplear. Subsanar por cauces legales los graves errores producidos exigía un grado de precisión y fiabilidad definitivo, no cuestionable técnicamente, para poder superar la situación equívoca previa y para reflejar de forma correcta la nueva situación.

Después de estudiar los medios clásicos de medición y tras consultar a diversos profesionales y técnicos en la materia, la ejecución de un levantamiento topográfico convencional, fundamentalmente a través de un trabajo de campo y la entrega de un informe en formato papel, no ofrecía garantías para una representación gráfica de calidad, precisión e interoperabilidad suficientes para comunicarla al Catastro inmobiliario a través de la nueva Sede Electrónica Catastral (41)  y, posteriormente, al Registro de la Propiedad.

Adicionalmente, el elevado coste del trabajo de campo a realizar, debido a la extensión de la superficie de los terrenos a medir y representar, cercana al millón de metros cuadrados, hacía inviable el necesario equilibrio entre duración, costes y resultados jurídicos.

Por consiguiente, descartado el modo tradicional, estudiamos la viabilidad de un trabajo técnico y topográfico realizado con drones o RPAS, con un minucioso análisis del diseño y planificación de la solución técnico-jurídica, que seguidamente se expone, para lograr la mayor eficiencia jurídica, la máxima reducción de tiempos y costes, así como la optimización de la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales para los necesarios trámites catastrales y registrales.

c) Diseño y planificación de la solución técnico-jurídica

Una vez estudiado el servicio de estudio topográfico, se precisaba una solución técnica consistente para alcanzar tres objetivos: 1) la identificación de las superficies y linderos sobre ortofotografía con tecnología a bordo de RPAS, 2) su posterior visualización en un geoportal compartido y 3) la necesaria exportación a ficheros GML (Geographic Markup Language) (42) , para tener plena interoperabilidad jurídica con la geoinformación catastral y, en su caso, registral, incluso si fuera precisa su posterior aportación en sede judicial como medio de prueba.

El diseño de esta solución técnico-jurídica requería el trabajo colaborativo entre los Abogados, implicados en la dirección letrada del asunto, y los técnicos cualificados, responsables de las operaciones de vuelo y de la consiguiente carga de los datos y metadatos espaciales para la visualización y posterior intercambio y accesibilidad de la geoinformación para fines administrativos, catastrales y registrales.

Reunidos los Técnicos y Abogados aprobados por el Cliente para el diseño de la solución y contando con las herramientas de captura de datos y de visualización adecuadas, era necesario planificar los diversos trabajos jurídicos, topográficos y operaciones de vuelo, consistentes principalmente en los siguientes:


	
•  Estudio de seguridad y espacio aéreo (cercanía de aeródromo de emergencias, montañas de elevada cota, etc.).

	
•  Colocación de puntos georreferenciados mediante técnicas GPS de doble frecuencia, materializados con elementos permanentes («dianas»).

	
•  Planificación y vuelo fotogramétrico digital con resolución GSD (Ground Sample Distance, tamaño de píxel del suelo) de 2,5 a 3 centímetros, necesario para la calidad de las actuaciones jurídicas catastrales.

	
•  Levantamiento fotogramétrico de los terrenos de la propiedad, con inclusión de las zonas colindantes estrictamente necesarias, con una superficie total superior a las 75 hectáreas.

	
•  Elaboración de ortofotografía y Modelo Digital del Terreno.

	
•  Superposición de imágenes para el estudio de la coordinación catastral y registral.



D)  Objeto y alcance técnico del levantamiento fotogramétrico.

Las diversas ofertas técnicas determinaron las características de los equipos a utilizar, la metodología de producción y los controles de calidad necesarios para satisfacer los requisitos establecidos en el levantamiento fotogramétrico de las parcelas catastrales y fincas registrales de propiedad del Cliente.

El alcance de las operaciones contemplaba los vuelos mediante RPAS multicópteros, en lugar de ala fija por razones de los trabajos a realizar, para la obtención simultánea de nubes de puntos y ortofotografía RGB, a una cota de 80 metros sobre el suelo.

En particular, se estableció que el grado de error máximo en los productos finales fueran los siguientes: a) error relativo GSD ≤ 0,05 metros; b) obtención de puntos con una densidad de 15 a 20 puntos por metro cuadrado y con asignación de RGB, c) generación de ortofotos con resolución de < 10 cm, y d) generación del modelo digital del terreno y curvado con curvas cada 0,5 metros de longitud.

E)  Planificación de vuelos

a) Planificación

La planificación de los vuelos se basó en el diseño de las pasadas sobre la zona objeto de estudio, teniendo en cuenta los solapes óptimos, así como la orografía del terreno para preservar en todo momento la escala de las fotos y poder cumplir con los requisitos mínimos de representación de calidad.

Los fotogramas obtenidos durante el vuelo, con georreferenciación del centro óptico de cada imagen, se descomprimirían y organizarían según las pasadas de vuelo. En el caso de observar variaciones sustanciales entre fotogramas de la misma zona, se procesaría la información para homogeneizar el conjunto mediante las técnicas que ofrece la fotografía digital.

Los tiempos de toma de imágenes (eventos de cámara) se cargan junto a los datos GNSS (Global Navigation Satellite System) más INS (Inertial Navigation System), de forma que se obtiene la posición y altitud de cada fotograma con la precisión suficiente para iniciar los necesarios procesos de cálculo.

Para el proyecto se planificó un vuelo de 20 pasadas realizadas mediante 6 vuelos distribuidos sobre la totalidad de la superficie que interesaba fotografiar y analizar.

Se obtuvieron 410 fotografías al planificar el vuelo a 80 metros desde el suelo, teniendo en cuenta que en cada vuelo se partía de un sitio distinto para poder volar toda la zona, debido a que presentaba un gran desnivel.

El recubrimiento establecido para el vuelo fue de un 80% longitudinal y un 6 0% transversal. En algunos casos se observan solapes entre vuelos provocados por los cambios de altura del vuelo que se realizaban con la finalidad de mantener una resolución homogénea.

b) Apoyo en tierra

Para alcanzar las precisiones finales del proyecto fotogramétrico resultaba necesario contar con puntos de apoyo fijo en el terreno.

La elección del número de puntos y su posición quedaba fuertemente condicionada por otros procesos que, combinados, permiten que este apoyo se reduzca al mínimo. Finalmente quedaron fijadas cinco zonas principales. En este caso, se dio un apoyo en campo de 13 puntos con un GPS bifrecuencia y método RTK (Real Time Kinematic). Estos puntos se preseñalizaron antes del vuelo fotogramétrico.

Los 13 puntos de apoyo se distribuyeron por toda la zona exterior del ámbito de trabajo y repartidos en la parte central. Esos puntos fueron dados en el suelo preferiblemente en zonas despejadas de árboles para tener una mejor señal de GPS así como una mejor solución de las ambigüedades de este.

La posición se obtuvo por técnicas de observación GNSS, sea en modo estático rápido o con aplicación de correcciones en tiempo real GPRS con estaciones permanentes en un radio inferior a los 30 kilómetros. El tiempo de observación para el método estático rápido es de 10 minutos más 1 minuto por cada kilómetro que la distancia exceda de 10 km, con receptores de doble frecuencia, PDOP < 5 y buenas condiciones de observación.

Esta precisión es suficiente para el tamaño de píxel de cinco centímetros, lo cual implica un reconocimiento de formas de objetos mayores a esa cantidad.

c) Aerotriangulación automática

La aerotriangulación automática sustituye con ventaja al proceso clásico, obteniendo cientos de puntos por fotograma, muchos de los cuales se miden en varios fotogramas.

Posteriormente se lleva a cabo una optimización del número de puntos hasta alcanzar una cifra alrededor de 100 puntos por fotograma, a través de la selección de los mejores entre todos los medidos.

La orientación de las imágenes se procesó con el Software de Photoscan v. 1.3.0 introduciendo las 410 imágenes de los 6 vuelos junto con las coordenadas de los centros de proyección calculados previamente gracias al sistema GPS con el que cuenta el RPAS. La precisión de estos datos GPS no es de suficiente calidad. Por eso es necesario el apoyo de campo. A los centros de proyección se les asignó una precisión de 10 metros (precisión del GPS embarcado).

Para ajustar bien la aerotriangulación se midieron los puntos de apoyo en todas las fotografías en las que se podía ver alguno de ellos, exceptuando aquellas imágenes que tenían el punto de apoyo en los bordes, esos se dejaban sin medir para no introducir las distorsiones que hay en los extremos de las fotografías.

Una vez realizada la introducción de los datos al software este realizaron medidas automáticas para calcular puntos de enlace entre las imágenes ya sea las consecutivas como las de distintas pasadas para poder ajustar el bloque junto con sus coordenadas absolutas en ETRS89 huso 30 y cota ortométrica.

Tras un proceso de depuración de las medidas realizadas se da por finalizada obteniendo unos errores en los siguientes márgenes: Error medio cuadrático (X): 0,026 m; Error medio cuadrático (Y): 0,018 m; Error medio cuadrático (XY): 0,032 m; Error medio cuadrático (Z): 0,030 m, y Error medio cuadrático (XY-Z): 0,043 m.

d) Generación de nube de puntos, MDS y DTM

A partir de la orientación depurada y comprobada, se densificó la nube de puntos de aerotriangulación para disponer de una nube de puntos con un mayor número de puntos en la zona.

Esa nube de puntos fue la base de la triangulación para generar el MDS (Modelo Digital de Superficie) en el que se muestra la información de todos los elementos que se encontraban en el terreno en el momento de los vuelos, desde árboles o muros, hasta coches, casas, etc.

El MDT (Modelo Digital del Terreno) se obtiene a partir del filtrado y clasificación del MDS (Modelo Digital de Superficie). El MDT es necesario para generar correctamente un fichero con el dibujo de las curvas de nivel del terreno. La clasificación de puntos es un trabajo en gran parte automático, pero que requiere de una depuración final y control de calidad por parte de un operador con experiencia, para validar los resultados obtenidos.

e) Generación de ortofotos y restitución

La rectificación de los fotogramas con las orientaciones externas y parámetros de cámara obtenidos del ajuste es un procesado necesario y, posteriormente se genera la propia ortofoto, sobre la que se puede restituir si es necesario, así como sobre el propio modelo 3D.

La ortofoto se realizó proyectando cada una de las imágenes al MDS (de esta forma se obtiene una ortofoto verdadera o True Ortho) y cortando por las seamlines, en un proceso automático que realiza el software de procesamiento, para escoger en cada momento la fotografía adecuada (aquella más cenital o que produce menos deformaciones). Una vez generada la ortofoto se realiza un control de calidad para detectar posibles defectos y proceder a solucionarlos.

f) Equipos hardware y software utilizados

Para poder llevar a cabo el procesado fue necesario el siguiente hardware: estación de trabajo con Windows 10, 64 GB de Ram. Disco duro sólido de 1 TB, Doble procesador Intel Xeon con 40 núcleos de proceso y un Servidor con 72 TB para almacenamiento de imágenes.

El software de fotogrametría empleado ha sido Photoscan versión v. 1.3.0, para la orientación y generación de los modelos digitales y la ortofoto, y Digi3D, para la restitución.

g) Documentación a entregar

Una vez concluida la recopilación de datos procesado y editado se ha generado la siguiente documentación:








	Fichero
	Formato
	Descripción




	DEM25cm
	TIF (TFW) y LAS
	Modelo digital del terreno con una resolución de 25 cm/píxel.



	DEM50cm
	TIF (TFW) y LAS
	Modelo digital del terreno con una resolución de 50 cm/píxel.



	Orto 5cm
	TIF (TFW), ECW (EWW) y JPG (JGW)
	Ortofotografía de todo el ámbito con resolución 0,05 m / píxel. (Sistema de referencias: ETRS89 huso 30).



	Curvado1m
	DGN y DWG
	Plano topográfico del estado actual con curvas de nivel a 1 metro de equidistancia.



	Informe
	PDF
	Informe con los datos técnicos y de procesado del proyecto en cuestión.



	Capas
	PDF
	Fichero PDF con capas de los productos generados y límites catastrales que intervienen en el ámbito de trabajo.





F)  Visualización interoperable

Una vez capturada desde el RPAS la información espacial y realizados los trabajos de procesamiento digital, la necesidad de asegurar la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales, facilitando el acceso y procesamiento a técnicos y jurídicos, incluidos los catastrales y registrales, requería una plataforma de visualización común.

Conceptualizado así, se decidió elegir una plataforma o geoportal que satisficiera, al menos, los siguientes tres requisitos: 1) la visualización de la geoinformación obtenida sobre diversas capas geográficas, principalmente de las ortofotografías oficiales del Plan Nacional de Ortofotografía Aérea; 2) la disponibilidad de recursos gráficos y geográficos para realizar mediciones, análisis, comparaciones, etc., de la situación actual y de la histórica preexistente, como medio riguroso de detección y representación de los errores, y 3) la generación de nuevas imágenes georreferenciadas, ficheros en formato GML y DXF, mapas y polilíneas exportables de modo interoperable, etc., con acceso en línea seguro y confidencial, con usuario y contraseña individualizada por usuario.

De este modo, una vez completado el procesamiento de los datos del vuelo, la plataforma de visualización compartida posibilita los siguientes aspectos:


	
•  Inclusión de Cartografía de los Organismos públicos interesados, para realizar el estudio de lindes (de manera histórica) y realizar la defensa del caso de manera gráfica e intuitiva (Dirección General de Catastro; Ortofotografía de 1956; Ortofotografía de 1998; Cartografía oficial del Instituto Geográfico Nacional, actual; Cartografía oficial del Instituto Geográfico Nacional, PNOA 2005; Cartografía oficial del Instituto Geográfico Nacional, PNOA 2009; Cartografía necesaria y disponible para la buena ejecución del caso).

	
•  Ortofotografía resultante GSD (tamaño del píxel sobre el terreno) de 3 a 5 centímetros.

	
•  Digitalización de los linderos sobre la ortofotografía, teniendo en cuenta los datos del Catastro y de otras cartografías disponibles para la zona.

	
•  Datos de la medición en formato DXF y GML conforme a las normas técnicas de la Directiva INSPIRE (43) , que genera directamente sobre plataforma.

	
•  Carácter métrico para poder realizar mediciones sobre las ortofotografías.

	
•  Ortofotografías cubriendo toda la zona de interés.

	
•  Modelo digital del terreno en 3D para visualización y medición sobre el propio modelo.



La calidad y el rigor de esta geoinformación interoperable contribuye decisivamente a facilitar la coordinación catastral y registral de los terrenos, especialmente al poder contrastarla con la generada mediante el vuelo de RPAS y verificarla en campo.

G)  Coordinación catastral y registral

El caso analizado requería la pertinente coordinación catastral y registral de los terrenos adquiridos por la propiedad. Dicha coordinación de la descripción catastral y la inscripción registral de inmuebles está regulada en la Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del Texto Refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.

De esta norma, y en lo que afecta a la utilización de RPAS, nos parece muy significativo el contenido del artículo 10.1 de la Ley Hipotecaria en su actual redacción, la cual, pese a su denominación «hipotecaria», regula no sólo hipotecas sino todo lo relativo al Registro de la Propiedad: «La base de representación gráfica de las fincas registrales será la cartografía catastral, que estará a disposición de los Registradores de la Propiedad» (44) . Así, la cartografía temática catastral permitirá suprimir duplicidades en el Registro de la Propiedad y favorecer la efectiva coordinación realidad física, catastral y registral (45) .

Estas razones jurídicas y técnicas nos permiten afirmar que esta Ley 13/2015 representa un avance histórico en un doble sentido, ahora beneficioso también en el ámbito de los vuelos no tripulados.

En primer lugar, alcanza los objetivos promulgados desde la Directiva INSPIRE y la LISIGE (46) . En particular, cuando se trabajó en la transposición a España de dicha Directiva INSPIRE mediante la Ley 14/2010, se propuso la enmienda siguiente, de trasfondo técnico-jurídico, recogida finalmente en su Exposición de Motivos: «el desarrollo de las infraestructuras de información geográfica requiere ajustarse a protocolos y especificaciones normalizadas, de manera que las actuaciones llevadas a cabo por cualquier agente se integren en un ámbito más extenso, tanto temático como territorial, con pleno reconocimiento ante terceros interesados y con efectos jurídicos y técnicos de conformidad con la normativa aplicable» (Díaz Díaz, 2010b, 2010a). Ahora la Ley 13/2015, surgida de las instituciones catastral y registral, acoge este principio de interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales que será de enorme aplicabilidad y utilidad para los operadores jurídicos y técnicos.

En segundo lugar, la Ley 13/2015 favorece la mayor y más plena coordinación entre el Catastro y el Registro de la Propiedad, pues a nuestro juicio la clave de bóveda del nuevo sistema queda anclada en el principio de interoperabilidad jurídica de la información espacial de competencia de ambas instituciones, recogido en la nueva redacción del angular artículo 10.1 de la Ley Hipotecaria, antes citado.

No obstante, la generación de la llamada «representación gráfica georreferenciada alternativa» es una cuestión de enorme trascendencia técnica y jurídica, pues de ella depende el resultado de la coordinación a realizar. La efectividad de esta coordinación exige un mayor rigor tecnológico y una metodología adecuada, a la cual la geoinformación capturada mediante RPAS puede ser y es de considerable utilidad.

Asimismo, en el plano legal, la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales es el principio que articula la tramitación a realizar ante el Catastro inmobiliario y el Registro de la Propiedad, al hacer posible el intercambio de información en soporte digital sin necesidad de sucesivas interpretaciones o sobre-escritura de la información geográficas.

H)  Pretensión jurídica del caso

La pretensión jurídica del caso estudiado exigía llevar a cabo, como se ha adelantado, la coordinación jurídica previa la clarificación de la situación topográfica real y efectiva, tanto de la superficie y linderos físicos, como de la descripción de los terrenos incluidos en la descripción registral.

Algo aparentemente tan simple resultaba difícil y complejo debido a la grave discordancia producida en un triple plano, el físico, el catastral y el registral.

Por razones de rigor y sistemática, quedaban fuera del objetivo a lograr las cuestiones de orden fiscal o tributario, así como las relacionadas a las valoraciones y usos catastrales.

I)  Fundamentación jurídica y normativa

La regulación europea y nacional aplicable al caso como fundamentación legal ha sido principalmente la siguiente:

a) Normativa geoespacial


	
•  Directiva 2007/2/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de marzo de 2007, por la que se establece una infraestructura de información espacial en la Comunidad Europea (Inspire).

	
•  Ley 14/2010, de 5 de julio, sobre las infraestructuras y los servicios de información geográfica en España. (2010).

	
•  Regulación Cartográfica nacional y autonómica.



b) Regulación de vuelo


	
•  Ley de Navegación Aérea.

	
•  Normativa vigente sobre RPAS.



c) Catastro


	
•  Texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, y normas de desarrollo.

	
•  Resolución de 29 de octubre de 2015, de la Subsecretaría, por la que se publica la Resolución conjunta de la Dirección General de los Registros y del Notariado y de la Dirección General del Catastro, por la que se regulan los requisitos técnicos para el intercambio de información entre el Catastro y los Registros de la Propiedad.

	
•  Instrucción de 26 de marzo de 1999, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre certificaciones catastrales descriptivas y gráficas a los efectos de constancia documental y registral de la referencia catastral.



d) Registro de la Propiedad


	
•  Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946, y normas de desarrollo.

	
•  Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística.



J)  Innovaciones jurídicas

a) Utilización de geoinformación desde RPAS para expedientes jurídicos

El caso de éxito expuesto ha permitido corroborar el valor añadido que posee la geoinformación obtenida desde RPAS, por su mayor precisión, rigor y calidad técnica.

Estas propiedades redundan en la mayor fiabilidad y seguridad jurídica para la solución de situaciones de discrepancias físicas, catastrales y jurídicas.

A partir de esta experiencia profesional en casos reales, contrastada con la aplicación a otros supuestos favorablemente resueltos, se puede concluir y destacar con alcance general la importancia del principio de interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales que formulamos en el año 2012 (Díaz Díaz, 2012c).

En la práctica, la actual posibilidad de intercambio de información geoespacial con consecuencias jurídicas entre agentes técnicos y operadores jurídicos requiere la necesaria y estrecha participación técnico-jurídica para la satisfactoria tramitación de los expedientes jurídicos, extrajudiciales y judiciales.

b) Validación gráfica real con RPAS

La tramitación jurídica de expedientes sobre inmuebles no puede ser ciega ni ajena a su concreta realidad física. El conocimiento preciso de los terrenos y construcciones que, en cada caso particular, son objeto de intervención es condición necesaria para el éxito de la oportuna tramitación jurídica.

Esta clara afirmación no es una obviedad ni siempre resulta evidente en la práctica, puesto que, quizá con demasiada frecuencia, los operadores jurídicos desconocen las peculiaridades de los bienes inmuebles a que afecta la concreta tramitación jurídica.

Por esta importante razón, la efectiva validación gráfica de los bienes y, en este ámbito específico mediante la utilización de tecnología RPAS, posibilita reducir el margen de error en decisiones geoestratégicas, aumentar la fiabilidad de las descripciones, definir con precisión cuestiones técnicas, y jurídicamente relevantes, como los linderos y superficies, así como delimitar con claridad los inmuebles singulares sobre los que se constituyen los diversos derechos reales de propiedad, usufructo y posesión.

c) Visualización de la realidad física para la tramitación de expedientes jurídicos

La intervención de técnicos y juristas, particularmente de los Abogados, en la tramitación de los expedientes jurídicos, incluidos los catastrales y registrales, es una necesidad creciente derivada de la mayor interoperabilidad requerida por exigencias de transparencia y del desarrollo tecnológico y geoespacial.

Sin perjuicio de otras metodologías tradicionales o convencionales respetables, en nuestra experiencia profesional y de acuerdo con la normativa vigente, la posibilidad de visualizar la realidad física de los inmuebles objeto de actuación jurídica, en especial si se puede obtener mediante tecnologías geoespaciales como las que actualmente posibilitan los RPAS, constituye una exigencia fundamental en la sistemática de trabajo.

En particular podríamos destacar tres innovaciones principales, pues comporta 1) la agilización en la gestión de los expedientes, 2) la reducción de costes innecesarios, no sólo económicos sino también de intercambio de información y accesibilidad a fuentes comunes, así como 3) la optimización de las actuaciones a realizar por los juristas a partir de la información geoespacial previa.

d) Coordinación técnica y jurídica previa para expedientes jurídicos

El carácter multidisciplinar de la geoinformación, su accesibilidad e interoperabilidad, provocan la necesaria coordinación de los técnicos y juristas implicados en los trabajos jurídicos. De otro modo, como corrobora la práctica profesional con frecuencia, puede quedar no sólo comprometida la viabilidad de la actuación legal, sino dificultada la posibilidad de alcanzar el buen fin esperable en una defensa jurídica rigurosa.

En virtud del principio de interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales, el intercambio de datos y metadatos geoespaciales con una finalidad estrictamente jurídica conduce a la coordinación «por defecto» («by default») de técnicos y juristas, incluidos particularmente los Abogados en su tarea de asesoramiento jurídico a los ciudadanos, como expertos en leyes y conocedores de la técnica jurídica y de las estrategias procesales, por lo que su asistencia letrada se erige en elemento imprescindible para la realización de la Justicia, garantizando la información o asesoramiento (Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, por el que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía Española., 2001).

Asimismo, en razón de la misma interoperabilidad, la tramitación de los expedientes jurídicos con componentes geoespaciales en los cuales los RPAS ejercen una función significativa, comporta la coordinación «desde el diseño» («by design»), de modo que la infraestructura técnica constituye un aspecto clave en el diseño y planteamiento de las soluciones jurídicas.

Ambos aspectos de la coordinación técnica y jurídica, por defecto y desde el diseño, en los diversos proyectos y expedientes permite un trabajo multidisciplinar de mayor calidad, precisión y rigor, con las ventajas que ello comporta también en cuanto a la optimización de recursos y la reducción de costes económicos y temporales.

e) Nueva sistemática jurídica: de la realidad física a la descripción catastral y luego registral

Hasta la reforma legislativa de la Ley 13/2015, el modo tradicional de abordar la realidad inmobiliaria, sin perjuicio de mayores detalles, podría resumirse en la siguiente secuencia incluso temporal o procedimental: 1.º) realidad registral, 2.º) realidad catastral, en su caso y si existe, y 3.º) realidad física, también denominada «extrarregistral».

A partir de la Ley 13/2015, anticipada de alguna manera por la Ley 14/2010 al transponer a España la Directiva INSPIRE, sin embargo, la anterior secuencia ha sido modificada y se ha invertido el orden gracias a la posibilidad y necesidad de la previa representación georreferenciada de la realidad, de una realidad que es sobre todo la «realidad física» concreta de las parcelas catastrales o fincas registrales.

Por ello, la innovación más significativa que se ha producido en este aspecto es la que da lugar a esta nueva secuencia de trabajo, en la cual los RPAS además tendrán mucho que hacer: 1.º) la realidad física y topográfica, representada mediante 2.º) la realidad catastral georreferenciada y además coordinada con 3.º) la realidad registral debidamente actualizada, no sólo literal sino también descriptiva y gráfica con base cartográfica catastral.

K)  Conclusión práctica y contrastada en caso real

La posibilidad de utilizar RPAS en actuaciones jurídicas adquiere actualmente una importancia creciente, al facilitar la optimización de tiempo, costes, recursos, calidad y precisión.

Los Abogados precisan en los expedientes jurídicos la utilización de RPAS para mejorar los diversos trámites, siempre que garanticen el cumplimiento de las medidas técnicas, a la par que los restantes requisitos de carácter legal, a fin de asegurar la validez legal y el valor probatorio de su información y funcionalidades en los expedientes administrativos y judiciales en que la geoinformación obtenida desde los drones resulte necesaria.

La experiencia profesional en los diversos expedientes jurídicos confirma que la geoinformación obtenida mediante RPAS es de relevante valor añadido para la mejor tramitación de las actuaciones legales. Su precisión, rigor y calidad técnica favorece la fiabilidad y seguridad jurídica para la solución de situaciones, en particular, de discrepancias físicas, catastrales y jurídicas. Asimismo, facilita un mayor conocimiento técnico y jurídico que propicia la interoperabilidad jurídica de los datos geoespaciales, la adecuada coordinación técnica y jurídica previa, junto con la visualización de la realidad física de los inmuebles objeto de actuación jurídica.

Entre las principales innovaciones jurídicas tras la utilización de RPAS cabe destacar la agilización en la gestión de los expedientes, la reducción de costes innecesarios, económicos y de intercambio de información y accesibilidad a fuentes comunes, así como la optimización de las actuaciones a realizar por los juristas a partir de la información geoespacial previa.

En el ámbito catastral y registral, la innovación más significativa derivada del uso de geoinformación desde RPAS se refiere a esta nueva secuencia de trabajo: 1.º) la realidad física y topográfica, representada mediante 2.º) la realidad catastral georreferenciada y además coordinada con 3.º) la realidad registral debidamente actualizada, literal y también descriptiva y gráfica con base cartográfica catastral.






	 (1) 

	El aforismo latino original rezaba así «ubi homines, ibi societas; ubi societas, ibi ius», que traducido se leería: «Allí donde hay hombres, hay sociedad; donde hay sociedad hay derecho». Cfr. Bustamante Bustamante, N. (2012). Locuciones Latinas en materia jurídica. (Palibrio, Ed.). Recuperado de https://amzn.to/37aFCV1. En este sentido, es interesante destacar que la leyenda del Ilustre Colegio Oficial de Ingenieros Técnicos en Topografía en España es «Per geometriam, veritas».


	 Ver Texto 
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La alta velocidad en las comunicaciones actualmente no sólo se consigue con mejora en el cableado, incluida la fibra óptica. Las nuevas tecnologías inalámbricas 5G, prometen anchos de banda grandes como los necesarios para la realidad aumentada o virtual o los juegos.

Resulta de interés este análisis: Rao, S. K. (1), & Prasad, R. (2). (2018). Impact of 5G Technologies on Industry 4.0. Wireless Personal Communications, 100(1), 145-159. https://doi.org/10.1007/s11277-018-5615-7.

Recogemos una síntesis en relación con la evolución 5G, con nuestra traducción: «Ha habido una rápida evolución de las tecnologías de radio desde el lanzamiento de los sistemas celulares analógicos en los años 80, denominados como Primera Generación o simplemente 1G. A partir de entonces, los sistemas digitales de comunicación inalámbrica evolucionan constantemente, una generación avanza cada década. La Segunda Generación (2G) ocurrió en la década de 1990, principalmente utilizando el estándar GSM y utilizando la transmisión digital en lugar de la transmisión analógica, lo que tuvo el beneficio de un menor consumo de energía de la batería. Se introdujo la mensajería de texto SMS. La Tercera Generación (3G) se produjo en la década de 2000, con redes de datos IP de alta velocidad. La conmutación de paquetes se usó para la transmisión de datos en comparación con la conmutación de circuitos realizada anteriormente. Esto permitió la transmisión multimedia de contenido digital a teléfonos 3G. La Cuarta Generación (4G) en la década de 2010 vio el crecimiento de la banda ancha móvil, con mejoras en la velocidad hasta diez veces más que en 3G y fue una extensión de 3G con mayor ancho de banda y servicios. La velocidad de transferencia de datos hasta 100 Mbits s de descargas es posible en 4G Long Term Evolution.

Ahora, el progreso es hacia la Quinta Generación (5G). 5G es la quinta generación de tecnologías móviles, celulares, redes y soluciones. Se espera que traiga un cambio importante en la movilidad y es un motor importante del crecimiento de IoT. Estamos avanzando hacia una tecnología cada vez más sofisticada e inteligente. Las características de 5G tienen el potencial de cambiar el significado de las comunicaciones móviles que permiten la revolución en la sociedad conectada.

La red 5G comprende una arquitectura que está definida por software, lo que permite la programación dinámica para proporcionar capas separadas para diferentes aplicaciones. Esto permitirá nuevos y diversos casos de uso empresarial. 5G es compatible con la «división de la red», que permite a un VNO definir su propia arquitectura de red, lo que permite un rápido despliegue de servicios escalables a costos más bajos».
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	 (3) 

	
Este fenómeno se denomina «Geovisualización». Es un término relativamente reciente y es parte de lo que se está empezando a denominar Spatial Data Science. En Data Science también se maneja la visualización como una herramienta que ayuda en la toma de decisiones a nivel exploratorio o de decisiones.

Un interesante estudio se encuentra en Newell, R., & Canessa, R. (2018). From sense of place to visualization of place: examining people-place relationships for insight on developing geovisualizations. Heliyon, 4(2). https://doi.org/10.1016/j.heliyon.2018.e00547.

Una de sus conclusiones es la siguiente (la traducción es nuestra): «Appleton et al., 2012 (Newell, R., & Canessa, R. (2018). From sense of place to visualization of place: examining people-place relationships for insight on developing geovisualizations. Heliyon, 4(2). https://doi.org/10.1016/j.heliyon.2018.e00547) observó que «la realidad siempre superará nuestra capacidad de simularla», lo que significa que el mundo es demasiado complejo para modelarlo en su totalidad. En consecuencia, al desarrollar geovisualizaciones realistas, existen limitaciones en la cantidad y los tipos de elementos que se pueden incluir y se deben hacer juicios sobre lo que se excluye. Al entender las geovisualizaciones como herramientas que interactúan con el sentido del lugar de las personas, podemos involucrarnos en estudios que pueden guiar estos juicios al generar una percepción de los elementos visuales clave y las perspectivas que hablan a diferentes partes interesadas. De muchas maneras, este estudio sirve como una invitación para que los académicos del sentido del lugar colaboren con los investigadores de geovisualización para desarrollar una mejor comprensión de los aspectos «humanos» de estas herramientas».
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	En opinión contrastada con el Dr. Francisco Javier González Matesanz, Subdirector General de Geodesia y Cartografía del Instituto Geográfico Nacional, en entrevista del 29 de mayo de 2020, expresa que «este concepto es sumamente interesante. Entiendo que el contexto jurídico aquí choca con el del geodesta, en el que la realidad es única y la aproximamos de muchas maneras, por ejemplo, geoespacialmente».
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	Un ejemplo ilustrativo se encuentra en la Directiva (UE) 2015/1480 de la Comisión, de 28 de agosto de 2015, por la que se modifican varios anexos de las Directivas 2004/107/CE y 2008/50/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en los que se establecen las normas relativas a los métodos de referencia (2015). European Commission. Accesible en http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A32015L1480.
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	La antigua, pero todavía vigente Orden de 21 de noviembre de 1979 (RCL 1979\2989), que desarrolla el Real Decreto 14 de abril de 1978 (RCL 1978\980), sobre establecimiento, transmisión e integración de Oficinas de Farmacia, ha prestado especial atención a la ubicación, y ha condicionado la normativa posterior. Así, su artículo 8, sobre solicitudes de traslado del local de Oficinas de Farmacia abiertas en un Municipio, así como a la reinstalación en el mismo bloque o edificio reconstruido, dispuso que «el local tendrá una ubicación lo más similar al anterior, sin que le sea exigible el requisito de la distancia respecto de otras Oficinas de Farmacia».
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	 (7) 

	El denominado «cero hidrográfico» se refiere al lugar donde se toma la referencia para la coordenada Z en las cartas náuticas. El datum como tal es lugar que se utiliza como referencia para el origen del conjunto de las coordenadas.
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	 (8) 

	Geodesia con la primera en mayúscula tiene siempre vocación global; con minúscula hace referencia a las tareas geodésicas de una porción.
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	 (9) 

	Díaz Díaz, E. (2009). Una perspectiva europea del derecho espacial. Accesible en http://blog-idee.blogspot.com.es/2009/10/una-perspectiva-europea-del-derecho.html
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	El término usuario se emplea en un sentido más amplio que el de «ciudadano» a fin de incluir personas físicas, jurídicas y electrónicas (por su connotación tecnológica).
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	 (11) 

	Conviene tener algunas referencias de dicha transversalidad de la interoperabilidad, pues podrían ser muy numerosas y diversas: Portal de Administración Electrónica: http://administracionelectronica.gob.es/pae_Home/pae_Estrategias/pae_Interoperabilidad_Inicio.html; Esquema Nacional de Interoperabilidad: https://administracionelectronica.gob.es/pae_Home/pae_Estrategias/pae_Interoperabilidad_Inicio/pae_Esquema_Nacional_de_Interoperabilidad.html#.XLBfu5Mzb_Q; Centro de Interoperablidad Semántica (CISE): https://administracionelectronica.gob.es/pae_Home/pae_Estrategias/pae_Interoperabilidad_Inicio/pae_Centro_Interoperabilidad_semantica.html#.XLBgY5Mzb_Q; o Red SARA (Sistemas de Aplicaciones y Redes para las Administraciones): https://administracionelectronica.gob.es/ctt/redsara#.XLBglZMzb_Q. En otra faceta jurídica, se puede tener en cuenta la nueva versión de la Licencia Pública de la Unión Europea (EUPL, acrónimo del inglés European Union Public License): https://ec.europa.eu/isa2/news/new-version-open-source-licence-eupl-available_en
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	European Comission. European Interoperability Framework, Implementation Strategy (2017). http://eur-lex.europa.eu/resource.html?uri=cellar:2c2f2554-0faf-11e7-8a35-01aa75ed71a1.0017.02/DOC_3&format=PDF
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	Concretamente, indica, en inglés: «It addresses all layers that impact the delivery of digital public services in the EU, including: •legal issues, e.g. by ensuring that legislation does not impose unjustified barriers to the reuse of data in different policy areas; (…)».
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El Marco Europeo de Interoperabilidad habla de interoperabilidad legal como la ausencia de barreras legales para compartir datos y servicios. Entendemos que no hay que confundirla con la interoperabilidad jurídica que aquí se propone, que garantiza entre otras facetas el que se puedan utilizar servicios web geoespaciales como prueba válida y eficaz en procedimientos jurídicos y administrativos.

Para que haya interoperabilidad jurídica es necesario que concurran las cuatro anteriores (por eso se habla de niveles de interoperabilidad) y, además, que los datos sean oficiales y que estén publicados mediante un servicio oficial. Eso garantiza que pueda usarse eficazmente y con garantías el acceso en remoto a la última versión vigente de la Base de Datos maestra que custodia el productor oficial de datos, sin pérdidas ni desvirtuación de la información.
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	 (15) 

	A fin de aclarar esta cuestión, el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua recoge la primera acepción de «legal» en el sentido de «prescrito por ley y conforme a ella». En cambio, la acepción de «jurídico, ca» alude a «que atañe al derecho o se ajusta a él».
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	Únicamente denotar que la geoinformación no es, a modo de ejemplo, un coche, donde existe un mecanizado de piezas perfecto y, si se hace todo de acuerdo a un estándar siempre encajan las piezas. En el caso de lo geoespacial el encaje siempre depende de la escala, es borroso y, lo mejor de todo, el que sea borroso permite la interpretación y el análisis de cómo se ha llegado a esa aproximación geométrica de la realidad. Esa es la base de muchas demandas judiciales cuando no se tiene claridad de concepto.
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	Cfr. INSPIRE Good practice in data and service sharing, 21.12.2011, Version 2.0.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Cfr. Pelegrin, J., Information Society and Media Directorate, European Commission, 3.ª Conferencia Internacional de Reutilización de Información del Sector Público. Madrid, 28 de noviembre de 2011.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Por ejemplo, el art. 18.2 de la Orden de 28 de abril de 2011, de acceso a la Plataforma de Interoperabilidad en la Administración Electrónica, reconoce la autenticidad y validez jurídica de los documentos electrónicos administrativos: «Las copias realizadas en formato papel de los datos o certificados (…), cuando incluyan la impresión de un código generado electrónicamente u otros sistemas de verificación que permitan contrastar su autenticidad mediante el acceso a la plataforma, tendrán la consideración de auténticas gozando de plena validez jurídica en los expedientes administrativos en que se incorporen».


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Cfr. Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del texto refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo. (2015). Boletín Oficial del Estado. de http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2015-7046


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Cfr. Álvarez Olalla, P., Badillo Arias, J. A., Díaz, E., Elguero, J. M., Fernández Bermejo, D., Gallego Corchero, V., … Ybarra Malo de Molina, B. (2019). Inteligencia Artificial y Riesgos Cibernéticos. Responsabilidades y Aseguramiento. (Tirant lo Blanch, Ed.). Madrid. Accesible en https://www.tirant.com/editorial/libro/inteligencia-artificial-y-riesgos-ciberneticos-responsabilidades-y-aseguramiento-carlos-perez-vazquez-9788413130125#


	 Ver Texto 




	 (22) 
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